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Dedicatoria 

Dedicamos esta tesis a las mujeres que se esfuerzan cada día por cumplir sus sueños, para 

que no desistan pese a los obstáculos del camino, a las que no creen en los estereotipos de la 

sociedad y luchan por la equidad para construir una sociedad más justa y libre. 

 

“Cada vez que una mujer se levanta por sí misma, se levanta por todas las mujeres.” 

Maya Angelou 
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Introducción 

 

A lo largo de la historia, las mujeres han representado un papel importante en el desarrollo de la 

sociedad en todos los escenarios (familiar, laboral, político, económico). Sin embargo, no ha sido 

fácil lograr el reconocimiento de derechos en un plano de igualdad y éste ha sido producto de una 

continua lucha, en primer lugar, como un movimiento intelectual y después como un movimiento 

social (Tula, 2015), siendo en ocasiones insuficiente para el efectivo cumplimiento de aquellos. 

Esto debido, principalmente, a los sistemas gobernados por ideas discriminatorias basadas en el 

género. Por ello, Tula (2015) plantea que con el tiempo se ha evidenciado que las relaciones entre 

hombres y mujeres deben estudiarse a fondo y revaluarse, para reestructurar la sociedad y sus 

instituciones y así llevar el papel de la mujer a un plano igualitario.  

En este contexto, el avance de los derechos de las mujeres ha sido un proceso largo y 

continuo que enfrenta barreras estructurales y culturales; así, para lograr el empoderamiento de las 

mujeres a nivel mundial se han ideado algunos mecanismos dentro de los que encontramos las 

denominadas “cuotas de género”, definidas como acciones de discriminación afirmativa o positiva, 

en virtud de las cuales se garantiza a su favor un porcentaje de participación en los cargos de 

elección popular y en los cargos de decisión del Estado, cuya finalidad es lograr que aquellas 

logren tomar parte en las decisiones y en las leyes, rompiendo así con el sistema sexo- género 

dominante.  

A su vez, las organizaciones internacionales han desempeñado un papel clave en el impulso 

de las medidas afirmativas, reconociendo la importancia de estas herramientas para superar dichas 

barreras y promover la igualdad de género, destacando que no deben ser consideradas como 

privilegios, sino como herramientas temporales diseñadas para corregir desigualdades históricas y 

que deben estar acompañadas de programas de educación, sensibilización y monitoreo, para 

asegurar su implementación efectiva y su impacto a largo plazo. 

Este consenso global ha impulsado a toda Latinoamérica a consagrar acciones afirmativas 

para avanzar hacia sociedades más equitativas, donde las mujeres puedan participar plenamente y 

en igualdad de condiciones en todos los ámbitos de la vida pública y privada.  

En Colombia, solo hasta la Constitución Política de 1991 se logró la inclusión del principio 

de igualdad (art. 13), en su triple dimensión, entendido como valor, principio y derecho; 

igualmente se obligó al legislador a garantizarla no sólo formal sino también materialmente; 
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además, se prohibió la discriminación debido al sexo, raza, o cualquier otra condición; a su vez 

dispuso que todos los ciudadanos tienen derecho a elegir y ser elegidos, destacando la igualdad 

entre hombres y mujeres frente a derechos y oportunidades. No obstante, estos mandatos 

constitucionales han requerido un desarrollo normativo para su materialización. 

 Fue así como, nueve años después de promulgada la Constitución Política de 1991, se 

expidió la Ley 581 de 2000 que reglamenta la participación efectiva de las mujeres en los niveles 

decisorios del poder público. Esta ley se considera la primera medida afirmativa en Colombia y 

entre sus objetivos fundamentales estaban: (i) reconocer los derechos de las mujeres, (ii) cumplir 

con la obligación constitucional de garantizar la igualdad real, especialmente en lo relacionado con 

el acceso de las mujeres a cargos decisorios, y (iii) abrir espacios para innovar en las prácticas 

políticas, promoviendo el desarrollo tanto de las mujeres como de la sociedad en su conjunto.  

De acuerdo con la publicación "Ley de Cuotas en Colombia: avances y retos" de la 

organización Dejusticia (1998), la ley también incluyó medidas para fomentar la participación 

femenina en el ámbito internacional y en el sector privado, lo que se reflejó en su articulado. Estos 

elementos subrayan el alcance de la ley, que no solo se limitaba a lo político, sino que también 

buscaba incorporar a las mujeres en diversos sectores de poder, impulsando un cambio integral en 

la sociedad colombiana (Guzmán y Molano, 2013). 

Se resalta también que, conforme lo expuesto por Dejusticia, este cuerpo normativo fue 

precursor sobre el tema junto con Panamá y Ecuador, debido a que la mayoría de los países de 

Latinoamérica cuentan con ley de cuotas para cargos de elección popular pero no para cargos de 

decisión (Guzmán y Molano, 2013).  

Como resultado de la expedición de la ley en comento, y a fin de dar cumplimiento a la 

misma, todos los gobiernos nacionales, departamentales, municipales, y distritales, han proferido 

normas y políticas públicas tendientes a lograr la inclusión de la mujer en el ámbito laboral.  

 A su turno, para el año 2011 se expidió la ley 1475 en virtud de la cual se adoptaron reglas 

de organización para los partidos y movimientos políticos y de los procesos electorales, 

estableciendo como principios de funcionamiento de aquellos, entro otros, la igualdad y la equidad 

de género, en virtud de los cuales debe excluirse toda discriminación ideológica, económica, 

social, de sexo, o de raza y debe garantizarse a hombres  y mujeres y demás opciones de sexo, 

igualdad real de derechos y oportunidades de participación política, asegurando así el derecho de 

las mujeres a participar en la vida política. En la misma ley, se estableció una cuota mínima del 
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30% de mujeres en las listas de candidatos a cargos de elección popular, lo que se traduce en otra 

acción afirmativa a favor del género femenino.  

En la misma línea, encontramos la Ley 2424 de 2024, que introdujo modificaciones a las 

normativas previas, incrementando el porcentaje de participación de las mujeres en los ámbitos 

políticos y decisorios.  

La presente investigación buscar responder a la pregunta: ¿son suficientes las medidas 

afirmativas implementadas para garantizar la participación paritaria de las mujeres en Colombia y 

qué influencia han tenido las instancias internacionales en este proceso? Así, queremos demostrar 

que las medidas afirmativas adoptadas en nuestro país no han sido completamente eficaces para 

asegurar la participación equitativa de las mujeres en los ámbitos público y privado, siendo las 

instancias internacionales actores clave que han influido de manera significativa en el 

fortalecimiento y orientación de estas políticas.  

 La metodología utilizada para desarrollar este trabajo será deductiva partiendo de teorías 

generales sobre igualdad de género y su evolución a lo largo de la historia nacional, analizando su 

aplicación y efectividad en el contexto colombiano. Utilizamos también la técnica de análisis de 

texto examinando documentos normativos, informes de organismos internacionales, 

jurisprudencia y literatura académica.  

Así, para tratar este contenido, el presente trabajo se desarrollará en tres capítulos: en un 

primer momento se expondrá el contexto histórico e internacional acerca del reconocimiento de 

derechos a favor de la mujer, cómo se vivió en Colombia, y los cambios normativos que ha 

conllevado; también señalaremos el panorama internacional y la evolución de los organismos 

internacionales frente a dicho reconocimiento (Capítulo I); seguidamente, abordaremos el tema de 

las cuotas como medidas afirmativas para contrarrestar la desigualdad de género, conoceremos su 

origen, en qué consisten y las clases de cuotas que existen; así mismo, analizaremos su 

implementación y desarrollo en Latinoamérica, estudiaremos las leyes sobre el tema en Colombia, 

su pros, contras y su fundamento jurisprudencial (capítulo II); y finalmente, se evaluarán los 

avances y efectos de su implementación, sus resultados, y los posibles obstáculos normativos, 

institucionales y culturales en la ejecución de las mismas, sí los hay, para así determinar la eficacia 

de la leyes en la participación la mujer en el ámbito social, político y cultural (capítulo III).  
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Capítulo I:  Contexto Histórico e Internacional del reconocimiento de derechos a favor de la 

mujer  

 

1.1 Antecedentes históricos sobre el reconocimiento de derechos a favor de la mujer en 

Colombia a partir del siglo XX y hasta la constituyente de 1991 

 

Iniciando el siglo XX Colombia se encontraba superando las más de nueve (9) guerras de carácter 

nacional surgidas por diferencias políticas desde 1830, y atravesando la guerra de los mil días, 

enfrentamientos que ocasionaron la devastación de la economía, centenares de muertes y 

consecuencias de tipo social que culminaron en 1903 con la separación de Panamá; algunos años 

después, y tras la firma del tratado Thompson – Urrutia, el país logró una economía en crecimiento 

debido al pago de la indemnización por la pérdida del canal de Panamá, lo que significó un 

aumento en inversión de infraestructura vial, en inversión extranjera, y en expansión de la 

manufactura y otros sectores de la economía, mostrando un incremento en el porcentaje de mano 

de obra; a su turno, en esta segunda década del siglo  empezaron a organizarse los trabajadores 

(tras la ocurrencia de masacres como la de las bananeras), e inició un periodo de movilización 

obrera. Bajo este panorama, y dentro del marco de los movimientos a favor de los resguardos 

indígenas, liderados por Quintin Lame, en 1927 se proclamó el primer manifiesto referido a los 

derechos de la mujer indígena, como narra Villareal Méndez (2021, p. 63).  

Por esta misma época, empezaron a escucharse noticias respecto de las inconformidades 

que surgían alrededor del mundo acerca de los derechos políticos de las mujeres y sus condiciones 

de salud, de acceso a la educación y de trabajo. Estas ideas hicieron eco en las mujeres más 

educadas de la época, quienes a través del arte y las letras empezaron a expresar sus opiniones y a 

reclamar, entro otros, mejor educación para su género. Fue así como, sin salir del papel asignado 

por la sociedad que era la preservación de la moral social (Villareal Méndez, 2021) las mujeres 

empezaron a organizarse para hacerse notar en el ámbito público.  También lograron expresarse a 

través de algunas columnas de prensa como sucedió con “El Correo Liberal”, que publicó de julio 

a diciembre de 1918 un artículo titulado “La Mujer Esclava”, que transcribía el contenido del 

artículo 182 del Código Civil de la época, según el cual las mujeres casadas debían contar con 

autorización de su esposo para celebrar contratos sobre algún bien de su propiedad; gracias a estas 

expresiones, se profirió la Ley 8 de 1922, que permitió a las señoras decidir sobre sus joyas e 
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instrumentos de su profesión, pero manteniendo su representación legal y la de la sociedad 

conyugal, en el hombre (Villareal Méndez, 2021, p. 70). 

Bajo este contexto, narran Reyes Cárdenas y Saavedra Restrepo (2005, p. 52-53) que en el 

año 1920, las mujeres trabajadoras de una fábrica textil, con Betsabé Espinel a la cabeza, 

organizaron la primera huelga de Fabricato, en Antioquia, pidiendo aumento de salario, que se les 

permitiera el uso de zapatos tipo alpargatas, que no les aplicaran multas que reducían sus ingresos, 

y rechazando el acoso sexual que ejercían directivos y capataces, cuyo resultado, luego de 

veintidós días de huelga, fue la obtención de un 40% de aumento salarial, siendo esta la primera 

huelga conocida, realizada por mujeres, según también señala Villareal Méndez (2021, p. 71).  

Con la promulgación de la Ley 28 de 1932, bajo el gobierno del presidente liberal Enrique 

Olaya Herrera, y tras la presión ejercida por las mujeres a los miembros del Congreso de la 

República con el envío de solicitudes pidiendo apoyar las reformas sobre capitulaciones 

matrimoniales, y ante la realización del IV Congreso Internacional Femenino, que coincidió con 

el debate del proyecto de ley, se otorgó a la mujer casada capacidad civil, en igualdad de 

condiciones que su marido, concediendo la libre administración y disposición de bienes a cada 

cónyuge.  En el mismo gobierno, se expidió el Decreto 1972 de 1 de diciembre de 1933, 

permitiendo a las demás ingresar a la universidad. Gracias a esta disposición, Gabriela Peláez 

Echeverri, se convirtió en la primera mujer que terminó la carrera de derecho en el año 1941 y fue 

una de las fundadoras de la Unión Femenina. También se le conoce como la primera dama del 

Derecho Colombiano. 

Pese a estos importantes avances, el reconocimiento del derecho al sufragio femenino se 

convirtió en un largo proceso que culminó sólo hasta 1954, con la expedición del Acto Legislativo 

No. 3 del 25 de agosto del mismo año, proferido por la Asamblea Nacional Constituyente, con la 

aprobación expresa del presidente Rojas Pinilla. Esta fue la consecuencia de décadas de peticiones 

y reclamos de los movimientos feministas surgidos desde el año 1944, con ocasión del descontento 

popular generado tras el incumplimiento de las promesas del gobierno liberal de Alfonso López 

Pumarejo. Algunos de estos movimientos se sumaron al proyecto del líder político Jorge Eliecer 

Gaitán, debido, en gran medida, a que las propuestas de éste se asemejaban a las del feminismo, 

principalmente la que se refería a la no discriminación en razón del género. Esta situación también 

fue evidente tras la muerte de Gaitán, al notarse la activa participación de las mujeres en las 

protestas populares que ese hecho generó (Villarreal Méndez, 2021).   
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No puede perderse de vista al hablar del voto femenino, los intereses ocultos que se 

movieron alrededor del mismo al punto que cada partido político (liberal y conservador), pretendía 

llevarse los créditos y sumar a sus filas a las nuevas sufragantes en caso de ser aprobada la 

iniciativa, una razón más por la que tomó tanto tiempo en el congreso dar la venía a la reforma 

necesaria.  

Sin embargo, la materialización del voto ocurrió en diciembre de 1957, cuando se llevó a 

cabo el plebiscito nacional con el cual los partidos políticos tradicionales (liberal y conservador), 

instauraron el frente nacional, según el cual se turnarían el gobierno cada cuatro años para así 

poner fin a la guerra que se vivía para ese momento; en esta consulta popular también se ratificó 

el derecho al voto en favor de la mujer.   

Para Villareal Méndez (2021), el proceso sufragista femenino estuvo integrado por tres 

etapas: en la primera las mujeres se organizaron con esa finalidad específica; en la segunda, y 

luego de obtenerlo, se intentó crear una tercera fuerza política que enfrentó al gobierno de Rojas 

Pinilla; y el tercer momento dirigido a movilizar a las mujeres para que votaran por primera vez 

en el plebiscito de 1957, el cual dio como resultado el 41.7% de votos femeninos.  

Sin embargo, pese a la lucha incansable de los movimientos femeninos en pro de la 

consecución del voto y que culminó con su obtención, este logro no representó ningún cambió 

respecto de la dominación de los hombres en los escenarios público y privado; así mismo, en 

cuanto a resultados políticos, éstos no fueron alentadores ya que para el año 1962, sólo la activista 

Ofelia Uribe fue senadora suplente, y Carmenza Rocha, quien fungió como activista del 

movimiento en pro del voto femenino y también participó en la fundación de la Alianza Femenina 

Liberal, fue elegida como representante a la Cámara por el departamento del Tolima para el 

periodo 1958-1962 (Villarreal Méndez, 2021, p. 143).  

Para el período de 1970, se eligieron 17 mujeres al Congreso, 9 menos respecto del período 

anterior (1966-1970). Para el año 1974, se postuló la primera mujer a las elecciones presidenciales, 

María Eugenia Rojas, pero el candidato vencedor fue Alfonso López Michelsen. Durante su 

gobierno, se expidió el Decreto 2820 de 1974 (Estatuto de Igualdad Jurídica de los Sexos), que 

otorgó iguales derechos y obligaciones a hombres y mujeres.   

Para las elecciones de 1986, sólo llegó una mujer al Senado y 17 a la Cámara de 

Representantes.  
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Posteriormente, previo a la Asamblea Nacional Constituyente (1990), las mujeres 

realizaron una convocatoria a un Encuentro Nacional de Mujeres, en el que definieron su estrategia 

frente a aquella y los temas a tratar, los cuales fueron expuestos en un documento que fue signado 

por 35 organizaciones, y en el que se pedía que la nueva constitución instaurara el principio de 

igualdad de derecho y oportunidades, participación de la mujer en órganos de decisión, garantías 

al trabajo del hogar, libre decisión a la maternidad, y que el nuevo texto se redactara en ambos 

géneros (Villarreal Méndez, 2021).  Luego de unir esfuerzos para lograr una participación 

importante en la Asamblea, las organizaciones de mujeres crearon la Red Mujer Constituyente, 

que inició con 10 grupos y llegó a 85 (Villareal Méndez, 2021), desarrollando una comunicación 

fluida entre constituyentes y movimientos, creando opiniones favorables a través de foros y 

desayunos de trabajo, logrando así, al finalizar las sesiones de la Constituyente  que se incluyeran 

varias de sus peticiones con contenido democrático (Villareal Méndez, 2021).   

Los artículos constitucionales que expresamente consagran derechos a favor de la mujer 

son el 13, que establece el principio de igualdad ante la ley; el 40, derecho de toda persona a elegir 

y ser elegida, y consagra el deber de garantizar la participación real y efectiva de la mujer en la 

administración pública; el 42, que determina a la familia como núcleo fundamental de la sociedad, 

e igualdad de derechos y deberes de la pareja, y establece los efectos civiles del matrimonio 

religioso; y el 43 (según el cual hombres y mujeres tienen igualdad de derechos y oportunidades y 

ésta no podrá ser sometida a discriminación.  

En suma, durante el siglo XX se lograron importantes avances respecto del reconocimiento 

de los derechos de las mujeres, quienes empezando la época se encontraban bajo la dependencia 

casi absoluta de los hombres, como bien mencionó Soledad Acosta de Samper en el año 1882  

(Villareal Méndez, 2021), sin siquiera poder disponer de sus bienes ni contar con capacidad ante 

la ley, y tras los movimientos y organización de las más intelectuales del género, en principio 

movidas por fines altruistas como la preservación de la moral social y la solidaridad, y más 

adelante impulsadas por lograr una sociedad más equitativa entre ambos sexos, obtuvieron no sólo 

el derecho a la educación y al sufragio sino también consiguieron que se consagrara 

constitucionalmente el principio de igualdad, el derecho a elegir y ser elegidas y plena autonomía 

sobre sus bienes, así como la capacidad para decidir respecto del matrimonio, el divorcio y el 

número de hijos a tener.  Todos estos logros fruto del esfuerzo, la dedicación y la perseverancia de 

muchas mujeres que, pese a encontrar todo tipo de obstáculos en la sociedad dominada por el 
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sistema sexo género, en el que el masculino se imponía, no se rindieron, sino que, haciendo uso de 

la inteligencia que las caracteriza, conquistaron las libertades de que gozamos las mujeres del siglo 

XXI.  

 

1.2 Marco Internacional del reconocimiento de derechos a favor de la mujer 

 

Así como en Colombia, cada derecho obtenido en favor de la mujer supuso una larga y ardua lucha 

de los movimientos organizados, a nivel internacional también se lograron avances en pro de la 

eliminación de la discriminación, plasmados en documentos de organizaciones internacionales, 

mismos que se integraron al bloque de constitucionalidad logrando afianzar el compromiso para 

unir esfuerzos en pro de los derechos de la mujer; a continuación, se destacan los siguientes: 

Ley 74 de 1968, mediante la cual se ratificó en Colombia el “Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos” (PIDCP), el cual desarrolla los derechos civiles y políticos y las 

libertades que se establecen en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 

específicamente el artículo 25 que establece que todos los ciudadanos gozarán sin ningún tipo de 

distinción de derechos y oportunidades, entre estos a participar directamente en la dirección de 

asuntos públicos, acceder a funciones públicas dentro de su Estado, entre otros. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH), formalizada mediante la 

expedición de la Ley 16 de 1972, establece en su artículo 23 que la regulación del ejercicio de los 

derechos y oportunidades únicamente puede sustentarse en criterios objetivos como la edad, la 

nacionalidad, el lugar de residencia, el idioma, el nivel de instrucción, la capacidad civil o mental, 

o una condena penal proferida por autoridad judicial competente. En este contexto, se proscribe 

de manera expresa cualquier distinción en el ejercicio de los derechos políticos fundada en el sexo, 

lo cual asegura el carácter inalienable del derecho de las mujeres a participar en condiciones de 

igualdad en los cargos de elección popular y en la conducción de los asuntos públicos. (Sentencia 

C-136-24, MP Paola Andrea Meneses Mosquera). 

Aprobada mediante Ley 51 de 1981, la Convención sobre la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la Mujer” (CEDAW), establece en el artículo 4 que los Estados 

parte pueden adoptar medidas especiales de carácter temporal que permitan agilizar la igualdad 

entre hombres y mujeres, igualmente los artículos 7o y 8o señalan que los estados deben propender 
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por que las mujeres participen en la vida política y pública de los países, ocupar cargos públicos 

en igualdad de condiciones y la posibilidad de representar a su gobierno. 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer, conocida como Convención de Belém do Pará, fue incorporada al ordenamiento jurídico 

colombiano mediante la Ley 248 de 1995. En su artículo 4, reconoce que toda mujer tiene derecho 

al pleno reconocimiento, goce, ejercicio y protección de los derechos humanos y de las libertades 

fundamentales consagradas en los instrumentos internacionales sobre la materia. Entre dichos 

derechos se encuentra el de acceder, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas del 

Estado, así como el de participar en la vida pública, incluida la adopción de decisiones en los 

asuntos que le conciernen. 

A pesar de la incorporación de estos tratados internacionales a nuestra legislación y la 

consagración del derecho a la igualdad de manera formal en la Constitución Política (art. 13), no 

se había producido para aquella época una legislación robusta frente al tema y solo a partir el año 

2000, cuando se promulgo la Ley 581, la primera ley de cuotas, se intentó materializar los 

postulados referentes a la participación en condiciones igualitarias entre hombres y mujeres en 

asuntos públicos y políticos, y decimos se “intentó” porque si bien se estableció un porcentaje 

mínimo (30%) en los cargos públicos, al momento de ser revisada el Alto Tribunal Constitucional 

consideró que frente a la conformación de comités y órganos electivos al interior de los partidos 

políticos y la conformación de la listas que los mismos presentan a elecciones, era inconstitucional 

establecer ese mismo porcentaje. Este análisis se abordará más adelante. 

Asimismo, estos instrumentos internacionales han servido como guía para la interpretación 

de nuestro ordenamiento jurídico y han contribuido a la creación de normas internas destinadas a 

combatir la discriminación contra las mujeres. Además, han sido una fuente de inspiración para la 

Constitución, cuyo artículo 13 establece que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, 

reafirmando así el compromiso del Estado con la igualdad de género y la participación equitativa 

en la sociedad. 

Dicho lo anterior, es importante también mencionar orientaciones de organizaciones 

internacionales que, si bien no hacen parte de nuestro ordenamiento jurídico, se utilizan como guía 

para la implementación de políticas públicas; entre estas encontramos la Mesa Redonda 

Internacional celebrada el 4 de mayo de 2011 en Nueva York titulada «Democracia e Igualdad de 

Género: el papel de las Naciones Unidas». Este evento fue organizado por ONU Mujeres (Entidad 
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de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y el Empoderamiento de las Mujeres), el 

Departamento de Asuntos Políticos (DPA) de las Naciones Unidas, el Programa de las Naciones 

Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia 

Electoral (IDEA Internacional); así mismo, esta mesa contó con la participación de más de 150 

líderes políticos, académicos y profesionales que trabajan en temas relacionados con igualdad de 

género y democracia, en la cual se buscaba analizar la relación entre igualdad de género y 

democracia, destacando los desafíos y oportunidades para las Naciones Unidas en la promoción 

de ambos principios. 

De dicho encuentro surgieron nueve recomendaciones para promover y la democracia y la 

igualdad de género; entre ellas encontramos: 

Aplicación de medidas especiales temporales (como cuotas) para aumentar la participación 

política de las mujeres: Las cuotas son herramientas que garantizan una representación mínima de 

mujeres en la política, estas deben acompañarse de medidas de apoyo como capacitación y 

liderazgo para garantizar que las mujeres puedan participar de manera efectiva y que los 

representantes electos cumplan con sus compromisos de igualdad de género. 

Invertir en formación y tutoría política para mujeres: La formación política empodera a las 

mujeres, tanto en la sociedad civil como en los partidos políticos, para desarrollar habilidades 

organizativas, crear redes de apoyo y generar un electorado que respalde su liderazgo. Esto incluye 

financiamiento a movimientos y organizaciones de mujeres. 

Fortalecer la capacidad de las mujeres electas para influir en la toma de decisiones: 

Capacitar a las mujeres electas ayuda a consolidar su papel en la política. Además, trabajar con 

hombres y mujeres en distintos niveles políticos es clave para cambiar actitudes y percepciones 

sobre el género. 

Elaborar indicadores precisos para medir la igualdad de género en las instituciones 

democráticas: Los indicadores permiten evaluar avances en igualdad de género. Estos incluyen 

medir el impacto del apoyo a movimientos de mujeres y su participación en las decisiones políticas, 

además de proporcionar plataformas para promover los derechos de género. 

Desafiar los estereotipos de género y establecer tolerancia cero hacia el sesgo y la violencia 

contra las mujeres políticas: Cambiar la cultura política es esencial. Esto incluye combatir el acoso 

y la violencia que enfrentan las mujeres en política, asegurando su acceso a la justicia y 

promoviendo una representación igualitaria. 
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Trabajar con los medios de comunicación para garantizar una representación justa de las 

mujeres: Mejorar la representación de las mujeres en los medios, tanto tradicionales como 

digitales, es crucial. Esto incluye garantizar que las mujeres tengan acceso a plataformas para 

expresar sus opiniones y participar en el debate público. 

Fortalecer la rendición de cuentas de las instituciones democráticas en temas de igualdad 

de género: Las instituciones públicas deben ser transparentes en su compromiso con la igualdad 

de género. Las mujeres deben conocer sus derechos y contar con mecanismos efectivos para exigir 

su cumplimiento. 

Incluir la perspectiva de género en procesos postconflicto y de consolidación de la paz: En 

contextos postconflicto, es vital asegurar que las necesidades y voces de las mujeres sean atendidas 

en las negociaciones de paz y en la reconstrucción, garantizando su participación y protección. 

Reconocer los obstáculos sistémicos que limitan la participación política de las mujeres: 

Para que las mujeres participen plenamente en la vida pública, es necesario abordar barreras 

estructurales como las responsabilidades de cuidado y la falta de autonomía en otras áreas de sus 

vidas.  

La finalidad de estas recomendaciones es fomentar un cambio integral en la representación 

política, la cultura institucional, los medios de comunicación y las dinámicas sociales para 

garantizar la inclusión equitativa de las mujeres en los procesos democráticos; sin embargo, 

también podemos encontrar desafíos que no se han logrado superar para lograr una verdadera 

igualdad de género y poder considerar nuestra democracia completa y legitima, puesto que en la 

actualidad todavía la representación política es desigual y si bien hemos avanzado con la 

implementaciones de leyes las cuales son útiles, estas no son ni serán suficientes mientras no se 

eliminen estereotipos de género y se promuevan seguimientos al cumplimiento de dichas normas, 

evidenciándose que se requiere no solo un cambio institucional o estructural, sino también cultural. 
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Capítulo II- Las cuotas de género como medida afirmativa para contrarrestar la 

discriminación hacia las mujeres 

 

2.1 Las cuotas de género  

 

Pese a que las mujeres, según datos del Banco Mundial para el año 2023 conformaban el 49.7% 

de la población, a lo largo de la historia las sociedades se han caracterizado por adoptar sistemas 

y prácticas marcadas por pensamientos discriminatorios basados en el género, creando así 

relaciones de desigualdad entre ambos sexos. Debido a ello, en las últimas décadas se han creado 

mecanismos para lograr la paridad de género y lograr la participación de la mujer en las diferentes 

esferas de la sociedad, especialmente en la política, siendo las cuotas de género el que ha mostrado 

mayor eficacia.  

De acuerdo con Tula (2015) las cuotas para las mujeres son una especie de “acción 

afirmativa” que han aplicado algunos países con la finalidad de eliminar los impedimentos que no 

las dejan acceder a la política de la misma manera que sus pares masculinos (Larserud y Taphorn, 

2007, p. 9).  También, con ellas se abre la puerta, de manera gradual, a otros grupos marginados a 

lo largo de la historia, para que accedan a cargos en los que se toman las decisiones de la sociedad 

(pp. 11).  

A su turno, Guzmán y Molano (2012) definen las cuotas como una medida que utilizan los 

países para afrontar y dejar atrás la discriminación hacia los grupos tradicionalmente aislados; 

refieren que algunos autores han identificado su origen en la discriminación racial ocurrida en 

Estados Unidos en los años cincuenta (León y Holguín 2006, p. 44), pero que su uso se enfoca en 

promover la participación de las mujeres en los campos de los que se les ha excluido a lo largo de 

la historia, específicamente en el político. Aunque también, finalizan, pueden utilizarse con otros 

grupos marginados (pp. 7). 

 Otra definición de cuotas de género la encontramos en Fernández Poncela (2011), quien 

haciendo referencia a la definición de Line Barreiro y Clyde Soto, señala que:  

“Las cuotas de género, más conocidas como cuotas de participación por sexo o cuotas de 

 participación de mujeres, son una forma de acción positiva cuyo objetivo es garantizar la 

 efectiva integración de mujeres en cargos electivos de decisión de los partidos políticos y 

 del Estado. Es una medida de carácter compulsivo, que obliga a incorporar mujeres en  
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 listas de candidaturas o en listas de resultados electorales, y transitorio, puesto que  

 supone una vigencia sujeta a la superación de los obstáculos que impiden una adecuada  

 representación de mujeres en los espacios de poder y representación política” (p.5).  

 

También son definidas por Ríos Tobar (2006), como un elemento a través del cual se busca llegar 

a la igualdad material entre distintos grupos de la sociedad para acceder a cargos de elección 

popular (Hola, Veloso y Ruiz 2002).  

Se extrae de los conceptos referidos que las cuotas son medidas de acción afirmativas, o de 

discriminación positiva, que se utilizan para favorecer a un grupo social históricamente marginado, 

las mujeres, y son de carácter transitorio o temporal, pues una vez alcanzado el porcentaje 

establecido, pierden su razón de ser.   

Su finalidad principal, en lo que respecta a los derechos de las mujeres —conforme al 

informe Balance de la Aplicación (2013)—, consiste en garantizar su presencia efectiva en los 

espacios de toma de decisiones relevantes dentro de todos los sectores de la sociedad. Ello, con el 

propósito de contribuir a la eliminación progresiva de las barreras sociales, jurídicas y culturales 

que han restringido históricamente su participación plena y equitativa. En otras palabras, las cuotas 

responden al enfoque Acceso=Participación=Representación=Transformación (APRT), en el 

que el ingreso a la política genera una participación en la toma de decisiones y una real 

representación del género femenino, logrando así una transformación de las instituciones y de 

todos los procesos sociales que conlleva la democracia (Rumbidzai Kandawasvika-Nhundu, 

2022). 

 Sin embargo, en razón a que comportan una medida discriminatoria, las cuotas de género 

han generado intensos debates a favor y en contra; los argumentos de cada extremo pueden 

resumirse así:   

A favor, según Ríos Tobar (2006):   

Materializan la democracia, en razón a que permiten a todos los sujetos de un estado, elegir 

y ser elegidos;  

Se constituyen a favor de las mujeres por conformar el cincuenta por ciento de la población 

mundial;  
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La población femenina tiene necesidades diferentes a la masculina, por lo que es necesario 

que se legisle pensando en ellas; se constituye en un acelerador del proceso de igualdad, como 

quiera que, sin las cuotas, nos tomaría un tiempo muy prolongado llegar a la igualdad.  

En contra, de acuerdo con Fernández Poncela (2011):  

Podría representar una medida discriminatoria hacia otros grupos en situación similar, 

políticamente subrepresentados;  

Vulnera el principio de igualdad de oportunidad por cuanto implica una elección debido al 

sexo y no a los méritos, capacidad o preparación de los sujetos;  

Se constituye en una medida que asegura cantidad, pero no calidad.   

Para rebatir los argumentos en contra, podemos señalar que, si bien la cuota de género 

podría pensarse discriminatoria hacia otras minorías subrepresentadas, lo cierto es que por 

constituir las mujeres el cincuenta por ciento de los habitantes del mundo, merecen la mitad de la 

representación; para estos otros grupos, que se encuentran también incluidos en la distinción por 

sexo, se han implementado otros mecanismos como, por ejemplo, los escaños reservados (Ríos 

Tobar, 2006).   

Históricamente las cuotas de género empezaron a aplicarse en los partidos 

socialdemócratas del norte del continente europeo, iniciando en el año de 1970 en el Partido 

Socialista Noruego, y continuó en países como Dinamarca, Suecia y Finlandia, llegando en el año 

1990 a Francia. En América Latina, el país pionero fue Argentina que en 1991 aprobó la 

denominada “Ley de Cupos” (Fernández Poncela, 2011).  

Ahora, conforme el marco internacional de derechos humanos, para que las cuotas sean 

consideradas legítimas (Guzmán y Molano, 2012) deben obedecer a los principios de 

razonabilidad, objetividad y proporcionalidad, y también, dejarán de emplearse cuando se alcance 

la igualdad pretendida. En este mismo contexto, podemos encontrar dos tipos de cuotas: i) las que 

buscan la participación del género femenino en las elecciones populares, y ii) las que promueven 

el nombramiento de mujeres en los cargos de decisión del estado.  Adicional, también podemos 

clasificarlas dependiendo de su origen o iniciativa, pudiendo ser: i) constitucional; ii) legal; o iii) 

por iniciativa de los partidos políticos; las dos primeras de carácter imperativo, mientras que la 

tercera, de carácter meramente voluntario (Ríos Tobar, 2006).  

A su turno, la efectividad de las cuotas depende de factores como: el tipo de norma en que 

se incluya (constitucional o legal), el sistema electoral del país que la implementa, las sanciones 



  22 

 

 
 

que se determinen por su incumplimiento, y la voluntad de todos los actores involucrados en su 

implementación (Ríos Tobar, 2006). Fernández Poncela, expresa que los factores a tener en cuenta 

para asegurar la efectividad de la medida podrían ser un número mínimo y máximo por género, su 

obligatoriedad, que se exijan para la titularidad y no se permita para la suplencia, designar el lugar 

exacto que deben ocupar en las listas, y que la sanción por su incumplimiento se aplique.   

En síntesis, las cuotas de género son medidas de acción positiva que pretenden garantizar 

la efectiva participación del sexo femenino en los cargos de decisión del estado, y en los de 

elección popular, así como al interior de los partidos políticos, a fin de lograr, una vez elegidas y 

desde los mismos, eliminar las barreras y obstáculos que generan la desigualdad.  

 

2.2 Desarrollo en otros países de Latinoamérica  

 

Como ya se indicó las cuotas son mecanismos creados para contrarrestar la falta de representación 

de la mujer en los sectores públicos y políticos de un Estado y Latinoamérica no ha sido ajena a la 

implementación paulatina de este tipo de medios;  en el libro “Mujer y Política: El impacto de las 

cuotas en América latina”, de Marcela Ríos Tobar, se estudian las experiencias en países como 

Argentina, Brasil, México y Perú y se analiza cómo las leyes de cuotas interactúan dependiendo 

del sistema electoral que tenga el país. 

Así, por ejemplo, Argentina fue el primer país del mundo en aprobar una ley de cuotas de 

género en 1991. Esta normativa establecía que al menos el 30% de las listas de candidaturas de los 

partidos políticos para elecciones legislativas debía estar compuesto por mujeres y que dichas 

candidatas ocuparan posiciones con posibilidades reales de ser elegidas. Esta estrategia convirtió 

a Argentina en uno de los países con mayor representación femenina en el parlamento de la región. 

El éxito de la implementación de esta ley se atribuye al diseño específico de la normativa, 

que no sólo garantizaba la inclusión de mujeres en las listas, sino también su elegibilidad efectiva. 

En particular, las candidatas no podían ser relegadas a los últimos lugares de las listas donde las 

probabilidades de obtener un escaño eran prácticamente inexistentes. Esto, combinado con el 

sistema electoral de lista cerrada y representación proporcional, aseguró un acceso real al poder 

legislativo para las mujeres, marcando un hito en la promoción de la igualdad de género en la 

región. 
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Por su parte, Brasil adoptó la ley de cuotas en 1997 estableciendo la obligación de que al 

menos un 30% de las candidaturas estuvieran ocupadas por mujeres. Sin embargo, su impacto ha 

sido limitado en comparación con otros países de la región. Esto se debe principalmente a la 

ausencia de mecanismos efectivos para garantizar el cumplimiento de la ley, así como a la falta de 

sanciones claras para los partidos políticos que no la cumplen. 

Adicionalmente, las barreras culturales como la persistencia de actitudes machistas 

dificultan su implementación. A esto se suma la carencia de medidas complementarias, como 

financiamiento específico para campañas o apoyo institucional, que faciliten al género femenino 

medirse en condiciones de igualdad con sus contrapartes masculinas. Estas limitaciones 

estructurales han obstaculizado que la ley cumpla con su objetivo de incrementar 

significativamente la representación femenina en los espacios políticos de decisión. 

Otro país que se destaca en la región por sus avances en materia de equidad de género es 

México. Desde 1996 este país ha ido ajustando y fortaleciendo sus leyes de cuotas, incrementando 

progresivamente el porcentaje mínimo de candidaturas femeninas hasta alcanzar la paridad (50%) 

en las listas electorales. 

México se distingue también por la implementación de mecanismos efectivos de 

supervisión y sanciones, los cuales han sido clave para garantizar el cumplimiento de estas 

disposiciones. Además, su estructura electoral ha resultado favorable para la representación 

femenina, ya que el sistema de listas cerradas permite que las candidaturas femeninas sean 

ubicadas en posiciones estratégicas dentro de las listas, asegurando así mayores oportunidades para 

que las mujeres accedan a cargos legislativos. 

Estas características han consolidado a México como un referente en la región, 

destacándose por su compromiso y avances hacia la igualdad de género en la representación 

política. 

Perú también se destaca ya que en el año 1997 adoptó una ley de cuota del 25% para las 

listas electorales, y posteriormente se incrementó al 30% en el 2011, es decir que al menos ese 

porcentaje de las listas de candidatos debía estar compuesto por mujeres, sin embargo, el país 

cuenta con un sistema electoral de lista abierta con voto preferencial, lo que permite a los electores 

reorganizar las posiciones de las candidaturas en las listas. Este sistema puede favorecer a las 

mujeres si estas cuentan con una buena base de apoyo electoral. Este sistema electoral no asegura 

que las mujeres ocupen posiciones viables o competitivas, pese a esto se evidenció un incremento 
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significativo en la presentación femenina en el Congreso peruano, demostrando que, aunque el 

sistema electoral no garantiza posiciones viables, las cuotas son efectivas para impulsar la 

participación de las mujeres. 

En conclusión, podemos observar que las cuotas son necesarias para incrementar la 

participación de las mujeres en los ámbitos políticos; sin embargo, también se evidencia que gran 

parte de su éxito depende de la manera en que la ley consagre la distribución del porcentaje dentro 

de la lista de candidatos, ya que si no es concisa en determinar en qué forma se distribuye, puede 

pasar que se relegue a las mujeres a los últimos escaños siendo más difícil su elección; igual de 

importante es que se establezcan sanciones al incumplimiento de dicha normatividad, y que las 

mismas tengan penalidades claras para que no se conviertan en letra muerta y se pueda avanzar 

hacia la paridad ideal. 

De igual manera, dentro del documento publicado por Tula (2015) se presenta la siguiente 

tabla de cuotas o paridades legales, información que fue recopilada por el Observatorio de Igualdad 

de Género en América Latina y el Caribe, que muestra las similitudes entre los países 

latinoamericanos: 
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Tabla 1 

Países con cuotas legales de género o paridad en América Latina. Cámara Baja o Única 

País Año de 

adopció

n 

MD 

(Modalidad de 

distrito) 

EBV 

(Estructura 

de boleta de 

votación) 

Cuota 

mínima 

(%) 

Mandato 

de posición 

Sanción por 

incumplimient

o 

Argentina 1991 Plurinominale

s variables. 

Mínimo 2-3 y 

máximo 35 

Cerrada y 

bloqueada 

30 Sí (1 mujer 

cada 3 

candidatos) 

Sí 

Bolivia 

(Estado 

Plurinacional

) 

1997, 

2009 

Uninominales 

y 

plurinominale

s variables 

Cerrada y 

bloqueada 

Paridad 50 Sí 

(alternanci

a 

secuencial 

en ambos 

sexos) 

Sí 

Brasil 1997 Plurinominale

s variables. 

Mínimo 8 y 

máximo 70 

Cerrada y 

desbloquead

a 

30 (a partir 

de 2002) 

No Sí 

Colombia 2011 Plurinominale

s variables. 

Mínimo 2 y 

máximo 18 

Cerrada y 

desbloquead

a 

Opcional: 

30 

Sí Sí 

Costa Rica 1996, 

2009 

Plurinominale

s variables. 

Mínimo 4 y 

máximo 19 

Cerrada y 

bloqueada 

40 / 50 Sí / Sí 

(alternanci

a 

secuencial 

en ambos 

sexos) 

Sí 

Ecuador 1997, 

2000 

Plurinominale

s variables. 

Mínimo 2 y 

máximo 15 

Abierta 30 / 50 

(progresiv

o hasta 

paridad) 

Sí Sí 

El Salvador 2013 Plurinominale

s variables 

Lista cerrada 

y 

desbloquead

a 

30 No Sí 

Haití 2011–

2012 

Uninominales 

con balotaje 

Cerrada y 

bloqueada 

30 No Sí 
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Honduras 2000, 

2012 

Plurinominale

s variables. 

Mínimo 1 y 

máximo 23 

Cerrada y 

bloqueada 

40 

(progresiv

o hasta 

paridad) 

No Sí 

Nota. MD = Modalidad de distrito; EBV = Estructura de boleta de votación. 

De: “Mujeres y política. Un panorama sobre la adopción de las cuotas de género y sus efectos en América Latina y 

Colombia”, por Tula, M. I. 2015 

Con los datos expuestos, el Observatorio de igualdad de género de América Latina y el Caribe 

muestra el progreso de las políticas de equidad en la región y advierte avances importantes desde 

la primera Ley de Cuotas aprobada en Argentina en el año 1991. Según lo documentado por el 

Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe de la CEPAL, hasta el año 

2022, nueve países de la región habían adoptado leyes de cuotas dirigidas a garantizar la 

participación de las mujeres en los procesos electorales para cargos de representación popular. 

Asimismo, nueve Estados habían implementado reformas constitucionales, modificaciones al 

régimen electoral o normativas específicas orientadas a promover la igualdad de género en el 

ámbito político y electoral (CEPAL, Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el 

Caribe, 2022). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota. Avance normativo en América Latina y el Caribe en materia de cuotas y paridad.  

De: Comisión Económica para América Latina y el Caribe  

 

Así mismo, la publicación señala que si bien el promedio de la participación de las mujeres en la 

vida política se encontraba en un treinta por ciento (30%), este dato no representa la mayoría de la 

Figura 1 

Progreso Políticas de Equidad de Género en la Región 
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población en los países de la región y en relación a la participación local se ha avanzado de manera 

lenta, especialmente en las alcaldías, puesto que el promedio de las mujeres alcaldesas está en un 

15.4% para el año 2021, habiéndose incrementado en tan solo 0.13 por ciento en comparación con 

el año anterior. 

Sin embargo, a pesar de estos avances significativos, las deficiencias en los campos social, 

cultural e institucional, imposibilitan un mayor desarrollo; así, factores como la violencia de 

género contra las mujeres, las labores de cuidado en cabeza de la mujer, la baja aceptación del 

concepto de paridad dentro de los partidos políticos, la falta de mecanismos de comunicación para 

las mujeres en puestos de toma de decisiones o elegidas para ellos,  y la falta de recursos 

financieros, redes de apoyo o tiempo disponible, ponen de relieve los obstáculos que enfrentan los 

grupos de mujeres subrrepresentadas. 

En definitiva, la aplicación de las leyes de cuotas en América Latina y el Caribe ha sido 

una estrategia idónea para aumentar la presencia de las mujeres en la política y en los cargos de 

decisión; también han sido un elemento transformador a nivel familiar y ha beneficiado el 

incremento de la mujer dentro del mercado laboral. A pesar de estos avances, el éxito de la 

aplicación de una ley de cuotas depende en mayor medida de la dinámica al interior de los partidos 

políticos, de la cultura política y de las reformas que se puedan dar dentro de un estado. 

En el informe elaborado conjuntamente por Naciones Unidas, el Empoderamiento de las 

Mujeres (ONU Mujeres) y el Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, 

denominado “Las Mujeres en los Gobiernos Locales de América Latina y el Caribe, 2023” se 

señala que si bien ha crecido la participación de la mujer en la vida pública, estamos muy lejos de 

alcanzar esa paridad de género, es decir 50/ 50, y ello se debe a que perduran en la actualidad 

normas, prácticas y políticas discriminatorias que favorecen a los hombres; por ello, desde hace 

más de 45 años los países de la región se han reunido en la Conferencia Regional sobre la mujer 

de América Latina y el Caribe, con el fin de construir una agenda regional de género progresista 

que guie  las políticas públicas  que promuevan la igualdad de género. 

Esta agenda regional se ha centrado en informar las estadísticas de la representación de la 

mujer en el ámbito público y político de los países de la región y reconoce la importancia de estas 

con el fin de realizar un seguimiento al progreso de estas políticas; igualmente señala que la 

representación de la mujer en los gobiernos locales es baja en la región en comparación con el 

resto del mundo, por lo que es muy difícil que se alcance la paridad de género para el año 2030. 
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Se sugiere en dicho documento que la participación política de las mujeres a nivel local 

(alcaldías, por ejemplo) podría aumentar con cambios normativos que promuevan la paridad, tales 

como cuotas paritarias, el abordaje integral de la desigualdad de género estructural y la mejora de 

los datos estadísticos para una mejor comprensión de las circunstancias y el logro del diseño de 

políticas públicas más efectivas. 

La Estrategia de Montevideo, adoptada en el año 2016, constituye un compromiso político 

regional orientado a facilitar la implementación de los acuerdos emanados de la Conferencia 

Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe. Esta herramienta tiene como propósito 

fundamental superar los déficits estructurales que perpetúan la desigualdad de género en la región. 

La estrategia promueve un enfoque integral y sistemático para el monitoreo, la evaluación y la 

rendición de cuentas de la Agenda Regional de Género, configurándose como uno de los diez 

pilares esenciales para la transformación estructural hacia la igualdad. En este marco, se identifican 

como dimensiones prioritarias de la desigualdad: a) la desigualdad socioeconómica y la 

persistencia de la pobreza en contextos de crecimiento excluyente; b) la división sexual del trabajo 

y la inequitativa organización social del cuidado; c) la concentración del poder y las relaciones 

jerárquicas en el ámbito público; y d) los patrones culturales discriminatorios, violentos y 

patriarcales, junto con el predominio de una cultura de privilegios (CEPAL, 2017). 

De esta manera en el compromiso de Buenos Aires adoptado en noviembre del año 2022 

en la XV Conferencia Regional, se diseñó una ruta hacia una sociedad de cuidado, definida como 

“un nuevo modelo de desarrollo y organizacional cuyo objetivo prioritario es la sostenibilidad de 

la vida y el planeta”: dentro de este cuidado encontramos el cuidado tanto de las personas, como 

del planeta y convertir su ejecución en una responsabilidad, no solo para las mujeres sino también 

para hombres, e igualmente, para las familias, comunidades y el mismo Estado.  

Lo anterior conlleva a que el Estado promulgue normas, políticas y programas que 

contribuyan al respeto de los derechos que reciben y proveen cuidados tanto de forma remunerada 

como no remunerada, impulsando que dichas leyes promuevan la liberación del tiempo de la mujer 

y puedan incorporarse a la vida política y pública, además de poder vincularse a programas 

educativos y de empleabilidad. 

Conviene observar que los países que implementan cuotas suelen tener sistemas electorales 

basados en representación proporcional o en un sistema mixto. Esto tiene sentido, ya que estos 
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sistemas tienden a permitir una representación más diversa y proporcional en comparación con los 

sistemas de mayoría/pluralidad. 

Además, la variación en los objetivos de las cuotas, desde la paridad hasta porcentajes 

menores, refleja diferentes enfoques hacia la igualdad de género en la política. Es alentador ver 

que algunos países están adoptando objetivos ambiciosos de paridad, lo que podría tener un 

impacto significativo en la representación femenina. 

Las reglas de implementación, como las normas de clasificación/colocación y las sanciones 

por incumplimiento, son herramientas importantes para garantizar la efectividad de las cuotas. 

Estas medidas ayudan a asegurar que las mujeres no solo estén presentes en las listas de 

candidaturas, sino que también tengan una oportunidad realista de ser elegidas. 

En general, de acuerdo con este panorama, se avanza hacia una mayor igualdad de género 

en la política local, pero también existen áreas donde se puede mejorar para garantizar una 

representación más equitativa; además de las cuotas de género, algunos países de la región están 

implementando cuotas electorales para promover la representación de otros grupos 

subrrepresentados, como los jóvenes y los indígenas. Esto demuestra un esfuerzo por abordar la 

diversidad y la inclusión en la política, reconociendo que diferentes grupos pueden enfrentar 

barreras únicas para acceder a cargos públicos. 

 

2.3 Fundamento jurisprudencial en Colombia - Artículo 13 Constitucional 

 

Constitucionalmente, las cuotas de género encuentran fundamento en el artículo trece de la Carta 

Política de 1991, que, de manera literal, establece:  

“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 

 de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin  

 ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua,  

 religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la  

 igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o  

 marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 

 económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y  

 sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” (Art. 13 C.P. de 1991).  
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Conforme lo narrado en el contexto histórico, este artículo fue un reconocimiento logrado 

por los movimientos de mujeres de la época, que implica no sólo que todos los individuos deber 

ser tratados de manera igual ante la ley, sino que el Estado debe implementar los instrumentos 

necesarios para que esa igualdad sea, no sólo formal, sino también material, esto es real y efectiva.  

Este precepto ha tenido un amplio desarrollo jurisprudencial por la Corte Constitucional 

que, en múltiples decisiones (Sentencias C-818/2010, C-250/2012, C-551/2015, entre otros) ha 

desentrañado el espíritu que tuvo el legislador con la implementación de este principio 

constitucional.   

Así, ha señalado el máximo tribunal constitucional que la igualdad en la Carta Política de 

1991 tiene una triple connotación, ya que fue incluida como valor, entendida como una finalidad 

del Estado y por lo que está incluida en el preámbulo, y se dirige a las autoridades creadoras de 

derecho y en especial al legislador. También se instituyó la igualdad como principio en el 

mencionado artículo trece, en virtud del cual se establece como un deber específico del Estado, y 

cobra mayor importancia ya que debe ser aplicado de manera directa o inmediata por el legislador 

o por el juez.  Finalmente, como derecho fundamental, también contenido en el artículo trece, es 

un derecho subjetivo que se concreta en deberes de abstención como la prohibición de la 

discriminación.  

Además de ello, en palabras de la Corte, el derecho general a la igualdad no tiene contenido 

material, es decir que puede ser invocado en cualquier trato diferenciado injustificado, protege a 

sus titulares de comportamientos discriminatorios, puede ser alegado en aquellos casos en que el 

sujeto se vea afectado por tratos diferentes sin motivo alguno; a su vez permite reclamar tratos 

igualitarios;  tiene la característica de ser omnipresente pues se encuentra en otros mandatos 

constitucionales como el artículo 42 que establece a la familia como núcleo fundamental de la 

sociedad, el artículo 53 que consagra el derecho al trabajo, el artículo 70 que garantiza el acceso a 

la cultura en las mismas condiciones, el artículo 209 que establece a la igualdad como uno de los 

principios que debe guiar la función pública, entre otros.  

Todavía cabe señalar que, conforme la jurisprudencia expuesta, la igualdad conlleva un 

trato igual a los iguales y desigual a los desiguales, y en desarrollo de esta máxima, el tribunal ha 

establecido que de ella se desprenden cuatro mandatos: “i) trato exacto a quienes compartan 

circunstancias idénticas; ii) trato desigual a aquellos cuyas situaciones no tienen elemento en 

común; iii) trato proporcional a aquellos cuyas situaciones presenten similitudes y diferencias, 
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pero las similitudes pesen más que las diferencias; iv) trato diferente a quienes estén en una 

posición en parte similar y en parte diversa, pero que las diferencias sean más relevantes que las 

similitudes.    

En suma, el derecho a la igualdad establecido en la Carta Política de 1991, obliga al Estado, 

sus instituciones y agentes a otorgar un trato semejante a quienes estén en similares condiciones, 

pero también a lograr que esas condiciones sean equiparables para todos los ciudadanos y a brindar 

un trato diferenciado a quienes no logren alcanzar dichas situaciones semejantes; a su vez, obliga 

también al legislador a crear leyes en busca de esa igualdad material pretendida, más aún en favor 

de aquellos que a lo largo de la historia han sido excluidos, verbigracia las mujeres, hecho que 

otorga plena validez a las cuotas de género y su legislación en nuestro país. 

 

2.4 Marco legal en Colombia y análisis de constitucionalidad 

 

2.4.1 Ley 581 de 2000 y la sentencia C-370 de 2000  

 

La ley 581 de 2000, que reglamenta la efectiva participación de las mujeres en los cargos de 

decisión del Estado fue promulgada el 31 de mayo del año 2000 y su finalidad, de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo primero de la misma, es instaurar mecanismos que permitan a las 

autoridades dar a las mujeres una apropiada y real participación en todos los niveles de las ramas 

del poder público.  

Esta finalidad coincide con los objetivos expuestos en la Gaceta 159 de 1998 del Congreso, 

en las que se indicaron como tales: i) el respeto por los derechos de las mujeres; ii) la observancia 

del mandato constitucional de igualdad real, especialmente en cuanto a la participación en cargos 

decisorios por parte del género femenino; y iii) abrir espacios políticos innovadores en los que se 

permita el desarrollo de las mujeres y de la sociedad en su conjunto (Guzmán y Molano, 2013). 

Esta Ley, en su artículo 4, establece un mecanismo para la inclusión de las mujeres en los 

cargos de máxima dirección y toma de decisiones dentro del sector público, con el fin de garantizar 

la igualdad de género en el ejercicio del poder. En este contexto la normativa impone un cupo 

mínimo del 30% de participación femenina en los cargos de más alta jerarquía, tanto a nivel 

nacional como departamental, regional, provincial, distrital y municipal, en las entidades que 

hacen parte de las ramas y órganos del poder público. 
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Adicionalmente, el referido artículo amplia este porcentaje al 30% en los cargos de otros 

niveles decisorios, que se definen como aquellos puestos de libre nombramiento y remoción dentro 

de las ramas ejecutivas y judicial, del personal administrativo de la rama legislativa, y de otros 

órganos del poder público que desempeñan funciones de dirección, planeación, coordinación y 

ejecución de políticas del Estado. 

Igualmente, la sanción al incumplimiento de la cuota es causal de mala conducta 

sancionable con suspensión en el ejercicio del cargo y destitución en caso de persistir en la 

conducta, conforme el parágrafo del artículo en mención.  

Se exceptúan a la regla señalada, de acuerdo con el artículo 5, los cargos que pertenecen a 

la carrera administrativa, judicial u otras especiales en las que aplique la meritocracia. A 

continuación, establece el artículo 6, que, en la elección de cargos por el sistema de ternas, se 

deberá incluir mínimo a una mujer, y para la elección por el sistema de listas, se incluirán nombres 

de ambos géneros en la misma proporción.  

Incluyó el legislador en el artículo 8, como obligación del Departamento Administrativo 

de la Función Pública enviar a las instituciones de educación superior las listas de los cargos a 

proveer, junto con los requisitos exigidos para aquellos.  

Otro instrumento para alcanzar el propósito de la norma se encuentra en el artículo 10, que 

determina la creación del Plan Nacional de Promoción y Estímulo a la Mujer, que debería incluir, 

entre otros: a) Educación en paridad de sexos e impulso de los valores de la mujer; b) Acciones 

afirmativas para entender y superar las trabas que impiden su acceso en los niveles decisorios; c) 

Capacitación enfocada en el liderazgo con compromiso social y enfoque de género. 

Se estableció también en el artículo 11 que, a nivel departamental, municipal y distrital, 

también deberían presentarse para su aprobación planes de promoción y estímulo a la mujer. 

Como medida evaluativa, se contempló que el Consejo Superior de la Judicatura, el 

Departamento Administrativo de la Función Pública y la Dirección Administrativa del Congreso 

de la República, presentarían al Congreso y al Procurador General de la Nación, antes del 31 de 

diciembre de cada año, un informe sobre acerca de cargos y porcentaje de participación de las 

mujeres en los mismos, ello en el artículo 12. 

Como medidas adicionales, en el artículo 13 se indicó que se deberían incluir mujeres en 

las delegaciones de colombianos en el exterior, y que se velaría por el efectivo cumplimiento del 

principio de a trabajo igual, salario igual (artículo 14).  



  33 

 

 
 

Se resalta que el artículo 4o de la ley comportó el riesgo de que ese porcentaje establecido 

se convirtiera en un techo de cristal, es decir que se tomara como un máximo y no como un mínimo, 

conforme quiso el legislador; sin embargo, en comparación con los beneficios pretendidos, el 

riesgo señalado se tornaba inocuo ya que una vez alcanzado el porcentaje del treinta por ciento 

(30%) se habría logrado ampliar la participación del género femenino, alcanzando una “masa 

crítica” desde la que aumentaría gradualmente la participación y representación, de acuerdo con 

Guzmán y Molano (2012). 

En definitiva, con las medidas planteadas buscó el legislador promover la igualdad y la 

efectiva participación de la mujer en todas las esferas del poder público. 

Por ser estatutaria, ya que versa sobre el derecho fundamental a la igualdad, la ley 581 de 

2000 fue sometida a revisión por la Corte Constitucional, que en sentencia C-371 de 29 de marzo 

del mismo año, con ponencia del Honorable Magistrado Doctor Carlos Gaviria Díaz, declaró 

exequible la mayoría de su contenido tras considerar que las medidas allí dispuestas se ajustan a 

la Carta Política de 1991, como se expondrá a continuación. 

Así, el Tribunal Constitucional determinó la exequibilidad de la ley al analizar que los 

mecanismos allí dispuestos se tratan de acciones afirmativas o positivas, que consisten en políticas 

destinadas a favorecer a individuos o colectivos específicos, con el fin de suprimir o mitigar las 

desigualdades sociales, culturales o económicas que les afectan, o para garantizar que los 

miembros de comunidades marginadas o discriminadas logren una mayor presencia en los órganos 

de poder. (CC, C-371/00, 2000). 

También señaló que dichas medidas afirmativas, analizadas a la luz de la igualdad 

sustancial, pueden ser utilizadas por el legislador, no para persistir en las desigualdades, sino para 

reducir los resultados negativos de las prácticas sociales que han puesto a esas comunidades en 

situaciones poco favorables (CC, C-371/00, 2000). 

Además, tras realizar una breve reseña histórica de los avances normativos en materia de 

derechos de la mujer y luego de analizar las estadísticas respecto de la educación de ésta y su 

participación en órganos del poder público, concluyó que aun cuando existe equivalencia entre el 

porcentaje de hombres y mujeres calificados para acceder a cargos de más alto nivel, tal 

equivalencia no se refleja en la efectiva representación de cada género; dicho desequilibrio se debe 

a un criterio irracional de discriminación, y se evidencia en el hecho de que la representación de 

la mujer sobrepasa la del hombre, según las cifras, en los cargos de carrera administrativa que se 



  34 

 

 
 

proveen por el sistema de méritos; concluyó entonces que es necesario eliminar todo aquello que 

impide a la mujer su participación, a través de medidas que acorten la brecha señalada y generen 

un cambio en la conciencia social.  

De ahí que la Corte determinara que la finalidad de ley está acorde con la Constitución y 

desarrolla sus mandatos contenidos en los artículos 1, 2, 13, 40 y 43 por cuanto pretende eliminar 

una práctica discriminatoria que ha ocasionado un perjuicio para las mujeres.  

Cabe mencionar que, al analizar la constitucionalidad de la cuota del treinta por ciento 

(30%), consideró que la misma debe ser entendida como un mínimo y no como un máximo, y que 

debe leerse como una cuota específica y no global; así mismo, al realizar el juicio de 

proporcionalidad y razonabilidad, concluyó que este porcentaje pretende asegurar que siquiera el 

treinta por ciento (30%) de mujeres se desempeñen en los cargos de mayor decisión. 

Añadió que el legislador estableció ese porcentaje (30%) en razón a que las Naciones 

Unidas consideran que una vez se logre el mismo, se alcanza una “masa crítica”, desde la cual se 

podrán superar las barreras de la discriminación, y las mujeres podrán tener una influencia 

significativa en la toma de decisiones en los ámbitos del Estado. Además, en razón al compromiso 

del gobierno adquirido en la plataforma de Acción de Beijin, referido a que en el corto plazo debía 

facilitar el acceso de la mujer a los cargos de poder y dirección estatal. 

En cuanto a la temporalidad de la medida, refirió que la misma es implícita, pues una vez 

lograda la participación equilibrada en los niveles decisorios, el cupo mínimo del treinta por ciento 

(30%) pierde su vigencia; sin embargo, toda vez que no es claro cuando se logrará la paridad, no 

podría el legislador poner una fecha límite de aplicabilidad.   

Por último, al analizar el artículo 14 de la ley en comento, que pretendía que el gobierno 

creara mecanismos para que los partidos políticos incrementaran el acceso de la mujer en el 

desarrollo de sus actividades, e incluía la participación de éstas en no menos del 30% en sus 

comités y órganos directivos, y el mismo porcentaje para que pudieran salir electas en las listas de 

candidatos a corporaciones y dignidades de elección popular, el máximo tribunal consideró que el 

mismo debía ser declarado inexequible puesto que la intervención del gobierno al interior de los 

partidos estaba, para ese momento, proscrita en la Constitución. Esta situación se superó 

posteriormente con las reformas políticas ocurridas en 2003, 2009 y 2011 y la promulgación de la 

ley 1475 de 2011, mediante la cual se adoptaron reglas para el funcionamiento de partidos y 

movimientos políticos. 
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En suma, la Corte Constitucional concluyó que la inclusión de una cuota de género del 30% 

para el género femenino en los cargos directivos del Estado, se ajusta a la Constitución Política de 

1991 y coincide con el espíritu del legislador.    

 

2.4.2 Ley 1475 de 2011 y sentencia C-490 de 2011 

 

Luego de once años de promulgada la ley 581 de 2000, que consagró las cuotas de género para los 

cargos del Estado, se avanzó en el reconocimiento de las mujeres dentro de los procesos políticos 

y su derecho a ser elegidas con la ley 1475 de 2011.  

En la referida ley se establecen reglas para la organización de los partidos políticos, el 

financiamiento electoral y la promoción de la equidad de género en las listas de candidatos en 

Colombia. Igualmente, obliga a los partidos y movimientos políticos a fomentar la participación 

de las mujeres en su estructura interna, promoviendo su inclusión en órganos directivos y de 

decisión (artículos 2o y 4o), contribuyendo a que las mujeres no sólo sean candidatas, sino que 

también ocupen posiciones de liderazgo dentro de los partidos. 

En el artículo 20 también se destaca que los partidos políticos deben destinar un porcentaje 

de los recursos públicos que reciben para la promoción de la participación política de mujeres. 

Esto incluye actividades de formación, capacitación y fortalecimiento del liderazgo femenino. 

De la misma manera, el artículo 28 introduce la obligación de que las listas de candidatos 

para corporaciones públicas (consejos municipales, asambleas departamentales y el Congreso) 

estén compuestas por mujeres, siempre y cuando el número total de candidatos sea igual o mayor 

a cinco, buscando así garantizar que las mujeres tuviesen una representación mínima en las listas; 

sin embargo, la disposición no fue clara en indicar en que posición debían estar las mujeres dentro 

de la lista, lo que condujo a que estuviesen en los últimos lugares, siendo menos factible su 

elección. 

Finalmente, en el artículo 29 se establece que las listas presentadas para corporaciones 

públicas deben cumplir con los requisitos de inclusión, y las listas completas aseguran que se 

cumpla con el mandato del 30% de participación femenina en todas las posiciones, es decir que se 

crea la obligatoriedad de listas abiertas y cerradas favoreciendo en algunos casos que la aplicación 

de cuotas de género garantice el porcentaje mínimo de participación femenina y que esta no sea 

alterada por el orden o preferencias individuales de los votantes. 
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Estos artículos han sido clave para la inclusión de las mujeres en la política colombiana, 

aunque su implementación enfrenta desafíos prácticos y culturales, puesto que, aunque la ley 

estableció un mínimo de 30% de mujeres en las listas de candidaturas, esto no garantiza la paridad 

del 50%; en suma, se constituye en una limitante para alcanzar la igualdad de condiciones con los 

hombre que la ley no estableciera la ubicación en las listas y en consecuencia, el cumplimiento del 

mandato se convierte en algo simbólico, sin evidenciarse un impacto real en la representación 

femenina. 

También se puede observar que la ley no establece sanciones suficientemente estrictas para 

los partidos políticos que la incumpliesen, reduciendo de esta manera el compromiso de estas 

organizaciones con la igualdad de género y facilitando el uso de estrategias para sortear la norma; 

tampoco se establecieron mecanismos robustos de supervisión para garantizar que los partidos 

implementaran la ley de manera adecuada, dificultando el cumplimiento de los objetivos de la ley; 

esto sin mencionar que en la mayoría de los casos las mujeres enfrentan barreras culturales y 

sociales que limitan su participación en el ámbito político de manera efectiva, pues dichos partidos 

son liderados mayoritariamente por hombres, que en ocasiones suelen mostrar resistencia para 

incluir mujeres en posiciones estratégicas, y en contextos donde persisten prejuicios de género las 

mujeres candidatas pueden recibir menos apoyo de los votantes. 

Nótese también que las cuotas del 30% se debía aplicar en listas con cinco o más 

candidatos, es decir que, en las listas de menor tamaño los partidos podían excluir a las mujeres 

sin infringir la ley, implicando esto que en contextos electorales locales o en partidos pequeños se 

limitaba la participación de las mujeres. 

De la misma manera, aunque la ley exigía que los partidos debían destinar parte de los 

recursos públicos para fomentar la participación de las mujeres, en la práctica estos fondos son 

limitados o mal gestionados, y las actividades de capacitación y liderazgo femenino no se 

implementan con rigor necesario, con esto podemos establecer que si bien la ley garantiza un 

avance y la presencia numérica de las mujeres en las listas, no aborda como fortalecer su influencia 

real en las decisiones políticas ni cómo garantizar que ocupen cargos significativos dentro de los 

partidos. 

Ahora bien, al analizar la exequibilidad de dicha norma, en sentencia C-490 de 23 de junio 

2011, con ponencia del Honorable Magistrado Doctor Luis Ernesto Vargas Silva, la Corte señaló 

que se ajusta plenamente a la Constitución Política de 1991, por cuanto promueve la igualdad real 
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en la participación de las mujeres en la política, estableciendo una medida correctiva a favor de un 

grupo sistemáticamente discriminado, disposiciones que, según la Corte, están en concordancia 

tanto con lo establecido en el artículo 13 de la Constitución como con el artículo 107, el cual 

consagra la democratización de la organización de los partidos políticos y la equidad de género 

como principios rectores. 

Según la Corte, las acciones afirmativas establecidas en la ley no solo fomentan el 

cumplimiento de diversos mandatos constitucionales, sino también de normas internacionales de 

derechos humanos que reconocen y garantizan la igualdad entre hombres y mujeres, fortaleciendo 

la participación de la mujer en los niveles decisorios de la administración y promoviendo la 

igualdad efectiva entre géneros en el ámbito de la participación política. Asimismo, contribuye al 

desarrollo de los principios de democracia y equidad de género, fundamentales en la organización 

de los partidos y movimientos políticos. 

Asimismo, la Corte consideró que este reconocimiento a las mujeres no implica, de ninguna 

manera, una incompatibilidad con la inclusión de otras formas de identidad sexual en la 

representación democrática. Por el contrario, este principio es parte del pluralismo, un elemento 

fundamental en la organización y funcionamiento de los partidos y movimientos políticos, que 

garantiza la participación de diversas minorías, incluidas aquellas con identidades sexuales 

diversas. 

 

2.4.3 Ley 2424 de 2024 y Sentencia C-136 de 2024   

 

Los dos cuerpos normativos reseñados en precedencia fueron modificados a través de la Ley 2424 

de 6 de septiembre de 2024, en la que se tomaron medidas para asegurar la participación equitativa 

de la mujer en las ramas y órganos del Estado.  

Así, la ley 581 fue modificada en sus artículos 4 y 13, estableciendo la nueva norma que la 

participación de las mujeres en los cargos de máximo nivel y de otros niveles decisorios será del 

cincuenta por ciento (50%), ya no del treinta por ciento (30%), y ordenando en un nuevo parágrafo 

al gobierno nacional reglamentar los puestos en los que aplica la ley (art. 1).  En cuanto al artículo 

13, se ordenó tanto al gobierno como al Congreso de la República, incluir mujeres en las 

delegaciones de colombianos en el exterior, en igual número para ambos géneros.  

 Respecto de la ley 1475 de 2011, se modificó el artículo 28, incluyendo un parágrafo que 
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señala que desde el año 2026, deberá incluirse por lo menos una mujer en las listas donde se elijan 

menos de cinco (5) curules para corporaciones de elección popular o las que se sometan a consulta.  

Al analizar la constitucionalidad de la norma, mediante sentencia C-136 de 24 de abril de 

2024, con ponencia de la H.M. Dra. Paola Andrea Meneses Mosquera, el máximo tribunal 

consideró en primer lugar que, ser un estado social y democrático de derecho conlleva garantizar 

la participación de todos los individuos en las decisiones que los afectan; indicó que la 

participación tiene una doble connotación, pues se trata de un elemento estructural de la 

constitución política y a su vez es una condición definitoria del modelo de estado. Continuó la 

Corte refiriendo que ser un estado pluralista implica permitir el acceso a todos los grupos 

tradicionalmente marginados y eliminar las barreras que impidan dicha participación.   

Consideró que los imperativos constitucionales señalados en el artículo 40 que consagra el 

derecho a elegir y ser elegido, el 43 según el cual hombres y mujeres deber tener iguales 

oportunidades y las mujeres no deben sufrir discriminación alguna, y el articulo 107 (modificado 

por el Acto Legislativo 01 de 2009), que estableció la equidad de género como principio rector de 

los partidos y movimientos políticos, aseguran la existencia de una participación democrática, que 

además debe ser pluralista y equitativa. Ello implica que hombres y mujeres gozan del derecho a 

acceder en condiciones ecuánimes a cargos de elección popular y demás cargos del estado.  

Ahora, señaló también que, respecto de las mujeres, las condiciones de acceso a las 

responsabilidades estatales están mediadas por dos tipos de barreras: i) el estereotipo según el cual 

el género masculino está mejor calificado para ejercer cargos de dirección, en virtud de una 

supuesta diferencia en la capacidad de liderazgo de estos frente a las mujeres; y ii) las labores de 

cuidado que aún se asignan casi de manera exclusiva a las mujeres. Los factores señalados han 

obligado a los países a incluir mecanismos para lograr una mínima representación de las mujeres 

tanto en los cargos públicos como en los de elección popular, siendo el más conocido las cuotas 

de género, medida que además de asegurar su participación, enriquece el debate público y 

democrático. Sin embargo, en criterio de la Corte, la validez de estas acciones afirmativas depende 

de i) la presencia de situaciones discriminatorias reales, ii) razonabilidad y proporcionalidad en la 

discrepancia de trato; y iii) temporalidad de la medida.  

A continuación, el tribunal hace referencia a las medidas afirmativas adoptadas en 

Colombia y reitera los argumentos expuestos en las sentencias C-371 de 2000 y C-490 de 2011,  

pero aclara que las reglas fijadas en las mismas deben ser analizadas desde la visión de la igualdad 
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de género y paridad en el acceso a los cargos públicos, teniendo en cuenta la prexistencia del deber 

estatal de asegurar esa paridad y partiendo del reconocimiento de la baja participación de las 

mujeres, su equivalencia de aptitudes profesionales frente al género masculino y la existencia aún 

de barreras que impide a las mujeres acceder a los cargos de decisión del Estado, lo que impone la 

aplicación de medidas que remuevan esos obstáculos.” (CC, C-136, 2024).   

Continúa realizando un balance de la eficacia de las medidas adoptadas en favor de las 

mujeres, y analiza factores como la brecha salarial entre géneros en los sectores formal e informal, 

el acceso a la educación, en el que se evidencia que las mujeres tienen mayor cantidad de años de 

educación y que un porcentaje mayor de mujeres han asistido a la universidad, ambos respecto de 

los hombres, el peso de las labores de cuidado y el nivel de participación de éstas en política, 

concluyendo que pese a que ha habido un aumento a partir de la adopción de las medidas 

afirmativas, persisten las barreras de acceso a los cargos de decisión estatal y de participación 

política, por lo que se hace necesaria la implementación de acciones específicas que susciten 

igualdad de oportunidades y equidad de género en todos los campos laborales, incluyendo medidas 

dirigidas a desterrar la discriminación por razón de género, promover la diversidad y la inclusión 

(CC, C-136, 2024).  

Ahora, resalta el tribunal que, si bien las medidas de cuota son constitucionales e 

imprescindibles para lograr el acceso paritario de las mujeres, éstas tienen límites y exigen a su 

vez la implementación de otros instrumentos de políticas públicas que estén dirigidos a superar las 

diferentes formas de violencia, discriminación e inequidad de que son víctimas las mujeres. Del 

mismo modo, estas medidas deben diseñarse y aplicarse en la actualidad, a partir de una 

perspectiva de género. También es necesario aplicar un enfoque de interseccionalidad al analizar 

los diferentes escenarios que se pueden presentar al interior del género mujeres, enfoque que 

implica que, ante el encuentro de diversos elementos de desigualdad, debe aplicarse el concepto 

de interseccionalidad, que implica percibir lo complejo de la situación y tomar acciones eficaces 

y eficientes para alcanzar respeto, protección y garantía de los derechos (CC, C-136, 2024). Sólo 

aplicando este enfoque se logrará una igualdad sustantiva y equitativa entre los géneros, 

garantizando a todas las mujeres el acceso en condiciones de igualdad en los cargos del estado.   

De ahí que, con fundamento en los argumentos expuestos de manera resumida, la Corte 

concluyó la constitucionalidad en el cambio del porcentaje del 30 al 50%, ya que con esta 

disposición se alcanza el imperativo de equidad entre géneros, a través de un instrumento que 
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instituye una regla de paridad, hecho que se armoniza con las disposiciones del derecho 

internacional de los derechos humanos, que también está a favor del criterio de paridad (CC, C-

136, 2024).   

Ahora, en lo que respecta a los derechos de los individuos no binarias, el tribunal consideró 

que la norma no conlleva una negación respecto a éstos, sino que se centra exclusivamente en los 

derechos de participación de las mujeres, situación que hace parte de la competencia del legislador 

y que escapa a la órbita del análisis constitucional.   

Respecto del parágrafo segundo que se incluye al artículo 4o de la ley 581 de 2000, el cual 

concede un plazo de seis (6) meses al gobierno para reglamentar los cargos a los que se aplica la 

cuota, la Corte condicionó su exequibilidad en el entendido de que dicho plazo no limita el 

ejercicio de la facultad reglamentaria del presidente a su vencimiento y que en desarrollo de éste 

deberán tenerse en cuenta los lineamientos planteados en la sentencia C-370 de 2000.  

Al referirse al artículo 2 que modifica el artículo 13 de la Ley 581 de 2000, que establece 

que en las delegaciones de colombianos en comisiones oficiales en el exterior deben incluirse 

mujeres de forma paritaria, hizo referencia a los considerandos de la sentencia C-370 de 2000 y 

expuso que la norma es constitucional por cuanto desarrolla los fines que gobiernan la función 

pública de acuerdo con el artículo 209 de la C.P. de 1991, principalmente el de igualdad, eficacia 

e imparcialidad. 

Así, al arribar al análisis de constitucionalidad del artículo 3o que incluye un parágrafo al 

artículo 28 de la Ley 1475 de 2011, a partir del año 2026, en las listas de candidaturas para 

corporaciones de elección popular o aquellas sometidas a consulta, en las cuales se elijan menos 

de cinco curules, se deberá garantizar la inclusión de al menos una mujer en la integración de 

dichas listas, señala que durante el trámite legislativo se hizo referencia a que se trataba de corregir 

una omisión en razón a que se estableció la cuota del treinta por ciento (30%) de mujeres para las 

listas donde se eligieran más de cinco (5) curules, pero no se dijo nada para las listas de menos de 

cinco curules. Al hacer referencia a la sentencia C-490 de 2011 que declaró la constitucionalidad 

de la ley 1475 de 2011, recordó los argumentos allí expuestos indicando que la cuota se ajusta a la 

carta política ya que su finalidad fue remover barreras discriminatorias en contra de las mujeres en 

la participación política, atendía mandatos del derecho internacional de los derechos humanos y a 

los artículos 40 y 43 de la Constitución, desarrollaba los principios democrático y de equidad de 

género que deben primar en los partidos y movimientos políticos y se constituye en una limitación 
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proporcionada y razonable a la autonomía de éstos.  Con fundamento en ellos, la Corte considera 

que el parágrafo analizado es compatible con la constitución.   

De manera que, a juicio del máximo tribunal constitucional, las reformas realizadas a las 

leyes que regulan las cuotas en cargos públicos y en los cargos de elección popular son 

constitucionales, pues pretenden alcanzar una democracia participativa y materializar los mandatos 

de igualdad y paridad que deben primar en un estado social y democrático de derecho.  
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Capítulo III - Materialización de las medidas consagradas en la ley 

 

3.1 Avances de la ley 581 de 2000  

 

Para evaluar la efectividad de las medidas afirmativas establecidas por la ley en favor de la mujer, 

es pertinente analizar las estadísticas reportadas por el Departamento Administrativo de la Función 

Pública, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 581 de 2000. Sin embargo, es 

importante destacar que determinar con precisión la cantidad de cargos de máximo nivel decisorio 

y otros niveles directivos resulta inviable. Esto se debe a que, según lo señalado por la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-371 de 2000, la clasificación de estos cargos depende de la 

denominación de los empleos, los manuales de funciones y requisitos, así como de las plantas de 

personal, factores que varían según la estructura interna de cada entidad. Aunado a ello, depende 

también de los cargos vacantes a proveer para cada período estudiado. Sin embargo, con la reforma 

ocurrida con la Ley 2424 de 2024 que ordena al gobierno nacional regular los cargos a los que se 

aplica la disposición, esta situación debe superarse.  También comporta reiterar que el porcentaje 

exigido por la ley no aplica para cargos pertenecientes a la carrera administrativa, judicial u otras 

carreras especiales basadas en el mérito, ni a los cargos que se eligen por ternas o listas; por último, 

la cuota exigida debería aplicarse paulatinamente, si en los cargos no se acredita tal circunstancia. 

De igual forma, se enfatiza que para el año 2023 la norma vigente era la consagrada en el 

artículo 4 de la Ley 581 que establecía la cuota del 30% de mujeres para los cargos de máximo 

nivel decisorio y en otros niveles decisorios.  

Teniendo en cuenta lo anterior, a fin de recolectar la información requerida para el año 

2023, que fue plasmada en el Informe sobre la Participación Efectiva de la Mujer en los Cargos de 

Niveles Decisorios en el Estado Colombiano (2023), el Director del Departamento Administrativo 

de la Función Pública requirió a los organismos y entidades de la rama ejecutiva, legislativa, y 

judicial, organización electoral, órganos autónomos y de control, para que reportaran los datos 

relacionados con la provisión de cargos y el porcentaje de participación del género femenino en el 

máximo nivel decisorio y en otros niveles decisorios a través de un formulario dispuesto para ello; 

luego de recolectada y depurada la información, el departamento procedió a revisar la base de 

datos general de las entidades que podrían reportar información para la vigencia estudiada, después 
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excluyeron aquellas que mostraron inconsistencias y con las entidades que reportaron la 

información sin inconsistencias se realizó el informe .  

Así, para la vigencia 2023, con corte al ocho de agosto de ese mismo año, de acuerdo con 

el resumen ejecutivo del Informe Sobre la Participación Efectiva de la Mujer en los Cargos de 

Niveles Decisorios en el Estado Colombiano (2023), teniendo en cuenta en la información 

reportada por 968 entidades públicas (161 del orden nacional y 807 del orden territorial), el total 

de cargos directivos reportados fue de 14.770 (4.189 de entidades del orden nacional y 10.581 

corresponden a entidades del orden territorial): para el máximo nivel decisorio habían 6.158 

cargos, de los cuales 2.885 están ocupados por mujeres; y en otros niveles decisorios de 7.853 

cargos, 3.926 son ocupados por mujeres; lo que en términos de porcentaje se traduce en un 46.85% 

en el máximo nivel decisorio y 49.99% en el otro nivel decisorio.   

Agrega el informe que hay una tendencia progresiva en relación con los datos obtenidos en 

el año 2022, en el que el porcentaje para el máximo nivel decisorio fue de 45.6% y en otros niveles 

decisorios fue de 48.1%. Indican los porcentajes señalados que este comportamiento es positivo 

ya que cumple con la cuota fijada por la ley y se progresa hacia la paridad de género en los cargos 

de toma de decisión.  A nivel territorial, para los cargos de MND el porcentaje se encuentra en el 

40% desde el año 2022 y para los cargos de OND la participación está en el rango del 50%.  

Ahora bien, desagregando la información por ramas del poder, se tiene que, en la Rama 

Ejecutiva respecto de los cargos de MND, se reportaron 540 cargos, 486 de ellos provistos y 199 

ocupados por mujeres, y en cuanto a los cargos de OND, se reportaron 1863, 1579 provistos y 776 

ocupados por mujeres; es decir, se presenta una participación del 40.95% en los cargos de MND y 

del 49.15% para los OND, de donde se infiere que la cuota del 30% se toma como un mínimo y 

no como un máximo.  

Diferente ocurre en la Rama Legislativa, compuesta por Senado de la República y Cámara 

de Representantes, en la que de 4 cargos de MND reportados y provistos, solo 1 es ocupado por 

mujeres y en los de OND, de 23 cargos reportados y provistos, 7 son ocupados por mujeres; lo que 

en porcentaje se traduce en un 25% para los cargos de MND y 30.43% en los OND.  En la Rama 

Judicial sólo se incluyen los datos reportados por la Fiscalía General de la Nación y el Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; así, de 79 cargos reportados y provistos para el 

MND, 40 son ocupados por el género femenino (50.63%) y de 61 cargos reportados y provistos 
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para OND, 30 son ocupados por mujeres (49.18%), superando ampliamente el porcentaje de cuota 

exigido por la ley.   

En los órganos de control, léase Procuraduría General de la Nación, Auditoría General de 

la República, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo y Fondo de Bienestar 

Social de la Contraloría General de la República, se reportaron en el MND 287 cargos, 276 

provistos Y 119 ocupados por mujeres, lo que representa el 43.12%, y para OND, se reportaron 

853 cargos, 762 provistos y 344 ocupados por mujeres, que significa un 45.14%, cumpliéndose 

con la cuota legal.  En cuanto al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 

-(SIVJRNR), de carácter transitorio, solo se incluyen los datos de la Unidad de para la Búsqueda 

de Personas dadas por Desaparecidas que reportó para los cargos de MND 3 cargos, 2 de ellos 

ocupados por mujeres y para los OND, de 13 cargos reportados y provistos 7 son ocupados por 

mujeres, es decir un 66.67% para el MND y 53.85% para el OND. Respecto de los órganos 

autónomos, dentro de los que se encuentran las Corporaciones Autónomas Regionales y entes 

universitarios, se reportaron 324 cargos para el MND, 320 provistos y 140 ocupados por mujeres, 

que representa un 43.75% y para los OND, se reportaron 710 cargos, 690 provistos y 341 ocupados 

por mujeres.  

En lo que tiene que ver con las entidades territoriales, las gobernaciones reportaron 474 

cargos para el MND, 462 provistos y 220 ocupados por mujeres; y para el OND, reportaron 885 

cargos, 868 provistos y 434 ocupados por mujeres; en las Alcaldías capitales, se reportaron 416 

cargos para el MND, de los cuales 397 están provistos y 189 ocupados por mujeres, y en cuanto al 

OND, se reportaron 724 cargos, 698 provistos y 359 ocupados por mujeres.   

En lo que respecta a Bogotá, la información se remite directamente por el Departamento 

Administrativo del Servicio Civil Distrital (DASCD); así, respecto de 50 entidades, en las que se 

encontró que en los cargos de máximo nivel decisorio (MND), de 290 cargos provistos, 150 eran 

ocupados por mujeres, el 52% por ciento; otro hallazgo fue que 34 entidades estaban por encima 

del 30% establecido en la Ley 581 de 2000 y que ocho (8) no cumplieron con este.   

Ahora, en lo que toca a los cargos de Otros Niveles Decisorios (OND), de seiscientos ocho 

(608) cargos provistos, doscientos noventa y seis (296) fueron ocupados por mujeres, dato que 

representa el cuarenta y nueve por ciento (49%); veinticinco (25) entidades superaron la meta del 

treinta por ciento (30%), dentro de ellas las Secretarías de Ambiente, de Cultura y de Desarrollo 

Económico, en contraste con diecinueve (19) entidades que no superaron ese umbral.   



  45 

 

 
 

Con respecto a Bogotá, señala el informe que el universo de entidades que se consideró fue 

de cincuenta y dos (52), y se reportaron trescientos doce (312) cargos en el máximo nivel decisorio, 

trescientos once (311) provistos, de los cuales ciento cuarenta y ocho (148) estaban ocupados por 

mujeres; en otro nivel decisorio, se informaron setecientos sesenta y nueve (769) cargos, 

setecientos cincuenta y ocho (758) provistos y trescientos ochenta y cuatro (384) cargos ocupados 

por mujeres; según el informe, las entidades de Bogotá superaron el porcentaje exigido por la ley 

con un 47.59% en el MND y 50.66% en OND.   

En comparación con el año 2022, se mostró un acrecimiento en el porcentaje de OND, pues 

pasó de 48.8% a 50.66%; pero se evidenció una baja porcentual en el MND al pasar de 50.5% a 

47.59%.   

El informe destaca que tres (3) entidades del distrito lograron la paridad de género: la 

orquesta filarmónica de Bogotá, Metro Bogotá S.A. y la Secretaria Distrital de Seguridad, 

Convivencia y Justicia; también menciona que se evidencias buenas prácticas en las entidades 

buscando la paridad de género, nombrando así a la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur 

E.S.E., que pasó del 33.3% al 50% en el MND y de 66.3% al 57.14% en OND; y a la Empresa de 

Transporte del Tercer Milenio Transmilenio S.A., que pasó del 0% al 57.14% en el MND y del 

57.1% al 66.67% en OND.     

Como resultado de las cifras expuestas, podemos concluir que, en cuanto a los cargos 

públicos y a la medida establecida en la ley 581 de 2000, estamos cerca de alcanzar la paridad 

deseada; sin embargo, hay que señalar que por la dificultad en la determinación de los cargos a los 

que aplica la cuota, puede suceder que las cifras arrojadas no correspondan al número real de 

mujeres que los desempeñan, lo que supone un factor que limita la efectividad de la medida; ahora,  

se espera que dicha situación se supere con la entrada en vigencia de la Ley 2424 de 2024, y que 

alcancemos el 50% sin dificultad alguna. 

 

3.2 Avances de la ley 1475 de 2011   

 

En el campo político existen numerosos retos para alcanzar la paridad, incluso es en éste  donde 

más se han reflejado las disparidades,  teniendo en cuenta que Colombia, para el año 2018, 

reflejaba una de las mayores brechas de participación de Latinoamérica: las mujeres representaban 

el 19,7% de las posiciones en el Congreso y el 17% en las Asambleas y el 18 % en los Concejos 
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municipales, cifras que fueron expuestas en un artículo publicado por el Centro de Estudios en 

Democracia y Asuntos electorales de la Registraduría Nacional (Fabrina Acosta Contreras). 

La implicación política, en términos de equidad para hombres y mujeres, es una exigencia 

que se consolida como esencial en el desempeño de los gobiernos constitucionales. Las Naciones 

Unidas resaltaron la importancia de aumentar el número de mujeres electas para consolidar 

gobiernos más justos y equitativos (Naciones Unidas, 2011). 

Aunque las barreras legales para que las mujeres se involucren en política han ido 

disminuyendo, todavía existen barreras estructurales que obstaculizan esta paridad y restringen su 

participación en cargos de elección popular.  Una investigación de 2016 sostuvo que solo el 23.3% 

de los legisladores globales eran de sexo femenino (Inter-Parlamentary Union, 2016). 

En comparación con los demás países de Latinoamérica, Colombia cuenta con un marco 

jurídico amplio para proteger los derechos de las mujeres, pero que también presenta una elevada 

tasa de vulneración de sus derechos. Es primordial entender que la violencia hacia las mujeres en 

el ámbito político es esencial como un factor que influye en su rendimiento como aspirantes y 

líderes; de igual manera impacta de manera adversa en el desarrollo de estrategias que se 

implementen para luchar contra ella y penalizarla, por lo cual es necesaria la creación de 

mecanismos y el reconocimiento de la violencia contra las mujeres en política de forma concreta 

y personalizada, distinguiéndola de otras formas de violencia, con el fin de que la sociedad y las 

instituciones implementen tácticas para prevenir y sancionar este tipo de conductas.  

Conviene precisar que conforme se dispuesto en el artículo 17 de la ley 1475, los partidos 

políticos reciben financiación del Fondo Nacional de Financiación Política del CNE, entre estos 

rubros encontramos que reciben el 5% en partes iguales entre los partidos y movimientos políticos 

de acuerdo al número de mujeres elegidas en corporaciones públicas, ello como un incentivo para 

que éstas logren el acceso a estos cargos (Martínez, p. 14). A su vez, también dispone la norma 

que los partidos deben incluir como uno de sus gastos de funcionamiento, la inclusión efectiva de 

mujeres, jóvenes y minorías étnicas destinando en su presupuesto anual un valor no menor al 15% 

de los aportes recibidos por el estado (Martínez, p. 15). Sin embargo, conforme los datos 

analizados por Martínez (p. 21), se denota que los dineros que se invierten en la inclusión efectiva 

de las mujeres, no supera el 5% de la financiación estatal recibida por las mujeres electas.  

Ahora, para establecer los avances de la cuota de género en los cargos de elección popular, 

debemos referirnos a las elecciones que ocurrieron en el año 2022, cuando regía la norma del 
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artículo 28 de la ley 1475, según la cual las listas en las que se eligieran cinco o más curules debían 

conformarse por mínimo un treinta por ciento (30%) de los géneros.    

De acuerdo con la Corporación Sisma Mujer (Sisma Mujer, 2022) para el período 2022-

2026 las mujeres alcanzaron en el Congreso de la República una representación del 29.15%, es 

decir que, de 295 congresistas elegidos, 86 son mujeres, aumentando así el porcentaje de 

participación respecto de las elecciones anteriores, en un 9.44%. Desagregando los datos, 

encontramos que para el Senado fueron electas 32 mujeres que corresponden al 29.63%, mientras 

que para la Cámara de Representantes 54 mujeres resultaron elegidas, lo que constituye el 28.88%. 

En comparación con las elecciones anteriores, se logró un aumento de participación femenina, 

puesto que para ese período fueron elegidas 21,3% para el senado y 18.7% para la Cámara de 

Representantes (Martínez, p. 28).   

Ahora, en cuanto a las elecciones territoriales realizadas en el año 2023, las mujeres 

representaron el 39.09% del total de candidatos inscritos para gobernaciones, alcaldías, asambleas, 

concejos y Jal y de los candidatos electos el 25% fueron mujeres (Martínez, p. 33). 

Estos datos reflejan que, si bien la cuota de género exige la inclusión del 30% de mujeres 

en las listas de candidatos, la misma es insuficiente para lograr una representación efectiva tanto 

en el Congreso de la República como en las Alcaldías, Asambleas, Concejos y Juntas de Acción 

Comunal, situación que impide al género femenino lograr una transformación del ordenamiento 

legal y a su vez, de la sociedad.   

Así mismo, la reforma ocurrida con la Ley 2424 de 2024 se limitó a modificar la situación 

ocurrida con respecto a las listas donde se elijan menos de cinco curules para indicar que se debe 

incluir por lo menos una mujer, situación que no representa ninguna oportunidad real para que las 

mujeres sean electas. 

 

3.3 Limitantes y obstáculos de las medidas legales creadas a favor de la mujer  

 

Aunque estas políticas muestran éxitos en la aplicación de las cuotas de género, también 

evidencian faltas relacionadas con el enfoque de la política, asignaciones presupuestarias, difusión 

de información, cobertura, recursos humanos, falta de un sistema de evaluación y monitoreo, y 

cambio cultural de la sociedad.  
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Una de las dificultades en el nombramiento de mujeres en los diferentes cargos, está 

directamente relacionada con la actividad a desempeñarse y los perfiles que se requieren, es decir, 

que hay actividades que aun parecen ser propias de los hombres, lo que trunca el cumplimiento del 

umbral señalado en la ley, pese a que durante sus veintitrés (23) años de vigencia, se ha notado un 

progreso.  

Contrario a ello, en las entidades que ejercen actividades de tipo administrativo, se ha 

logrado en algunos casos, alcanzar la paridad deseada por el legislador.  

Empero, esta situación no se acompasa con las estadísticas del Ministerio de Educación 

Nacional, que, en el informe elaborado por la Subdirección de Desarrollo Sectorial, tomado de su 

página web, concluyó que para el año 2021 había una participación del 54.8% de mujeres 

estudiantes en el nivel universitario; del 50% en la formación técnica profesional y del 49% en las 

carreras tecnológicas.  

En el nivel de posgrado, las mujeres tenían en las especializaciones tecnológica, 

universitaria y medico quirúrgica una participación del 55.2%, 58.3%, 51% respectivamente; en 

cuanto a maestría y doctorado, la participación de las mujeres fue del 51.8% y 41.5%, esto es, solo 

en el nivel doctorado, las mujeres tenían una participación menor que la de los hombres. Sumado 

a ello, de los graduados en educación superior para el mismo año, el 56.6% fueron del sexo 

femenino.  

Se infiere de lo expuesto que las mujeres están igual o mejor capacitadas que los hombres 

para desempeñar cualquier cargo y perfil en que se presente la vacante, por lo que este aspecto no 

debería surgir como impedimento para lograr la paridad deseada, sino que, por el contrario, debería 

aprovecharse su formación y potencial en beneficio de toda la sociedad.  

Ahora, pese a la formación y capacidad de las mujeres, en algunos sectores aun parece 

primar la idea de que el porcentaje exigido por la ley corresponde a un máximo y no un mínimo 

como lo entendió la Corte Constitucional, y así se señala en el Balance de la Aplicación de la ley 

581 de 2000 (Mesa de Género de la Cooperación Internacional, 2011), al indicar que “no se ha 

logrado instalar de manera sólida en el imaginario social la importancia de la participación y el 

aporte de las mujeres al desarrollo de este país”.  

Otro obstáculo identificado lo encontramos claramente en la ambigüedad de la ley 581 

respecto de varios aspectos: 1) el primero de ellos y tal vez de mayor importancia, lo constituye la 

dificultad para identificar los cargos a que se refiere la norma como de “máximo nivel decisorio” 
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y de “otros niveles decisorios”, situación que impide determinar de manera clara y concisa si las 

entidades están o no cumpliendo con el porcentaje establecido; 2) tampoco es diáfana la 

determinación de las entidades obligadas a cumplir con el mandato del 30%; 3) en concordancia 

con el anterior aspecto, al no tener claridad de qué entidades están obligadas, tampoco se pueden 

establecer los responsables en caso de incumplimiento del mandato, dificultando la imposición de 

la sanción; 4) respecto del plan nacional de estímulos, la ley omitió indicar la autoridad encargada 

de elaborarlo y ejecutarlo, a nivel nacional, departamental, municipal y distrital, y la sanción a la 

omisión de este deber.  

También obstruye el alcance de la paridad deseada, la falta de claridad en la información 

recolectada, lo que obedece a la ya indicada ambigüedad de la ley, y la falta de seguimiento por 

parte de los órganos a quienes se atribuyó la función, esto es a la Procuraduría General de la Nación 

y a la Defensoría del Pueblo.  

Otra deficiencia identificada está relacionada con los recursos económicos para 

implementar la Política. Este aspecto refleja una falta de compromiso para incorporar la 

perspectiva de género en los presupuestos y agendas de los gobernantes que, aunque quieren 

abordar los problemas de las mujeres, no proporcionan recursos para satisfacer las necesidades que 

la política requiere. 

A su vez, también es necesario insistir en el ámbito cultural y social puesto que hasta que 

no se logre inculcar en las nuevas generaciones la idea de igualdad y equidad de géneros, 

desterrando la cultura patriarcal en la que vivimos día a día, no va a ser posible lograr la paridad 

que pretendió instituir el legislador.  

Empero, comporta destacar como un avance importante que desde el año 2022 tenemos 

como vicepresidente de la República a la Doctora Francia Márquez, quien además de ser mujer, 

es afrocolombiana, líder social, feminista, activista medioambiental y defensora de derechos 

humanos, es decir que hace parte no sólo de un grupo marginado, sino que también ha liderado la 

lucha por los derechos de otros grupos históricamente discriminados (tomado de la página web de 

Wikipedia).  

Sumado a este hecho histórico, también debemos poner de presente que para la elección de 

fiscal para el período 2024-2028, la terna enviada por el presidente de la República estuvo 

integrada por tres (3) mujeres, las Doctoras Ángela María Buitrago Ruiz, Luz Adriana Camargo 

Garzón y Amelia Pérez Parra, siendo elegida Luz Adriana Camargo Garzón. 
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Estas circunstancias muestran que, pese a todos los obstáculos señalados, las mujeres nos 

hemos abierto paso en el plano público administrativo, y falta poco para alcanzar la paridad y 

equidad de género.  

Ahora bien, en el sistema electoral colombiano el panorama no es diferente, un estudio 

elaborado por la Misión de Observación electoral (MOE) y la Universidad Industrial de Santander 

(UIS) destaca que si bien las mujeres representan el 51.65% del censo electoral solo ocupan el 

20.43% de los escaños en el Congreso, esto se debe a que continúan existiendo barreras 

estructurales, institucionales y culturales; entre estas se evidencia que la ley no incluye sanciones 

efectivas, por lo que en muchos casos los partidos políticos que incumplen la normatividad no 

enfrentan consecuencias reales. 

Igualmente, en la ley no existen condiciones específicas para el cumplimiento de la cuota, 

es decir que los partidos con el simple hecho de tener en su lista el porcentaje exigido de uno de 

los géneros, estarían cumpliendo; sin embargo, como hemos observado esto no es efectivo y sólo 

se cumple de manera formal, puesto que se debe asegurar que las mujeres al interior de las listas 

ostenten posiciones competitivas para lograr salir electas. 

La situación descrita genera que los partidos vean las cuotas como una obligación impuesta 

mas no como un compromiso real con la equidad de género, contribuyendo a que las candidaturas 

sean meramente simbólicas sin recibir un apoyo financiero real para las campañas de las mujeres. 

  Sumado a ello, también se enfrentan obstáculos en la justicia electoral ya que hay un 

acceso limitado en los mecanismos para denunciar el incumplimiento de las cuotas; muchas de 

estas acciones legales solo se pueden presentar después de las elecciones, lo que reduce su 

efectividad e impacto; en la actualidad persisten estereotipos de género en donde se vive con la 

idea que las mujeres no tienen interés en la política; así mismo las mujeres también se ven 

enfrentadas a violencia política, pues enfrentan acoso y discriminación cuando intentan participar; 

finalmente una de las barreras socioculturales es la falta de apoyo financiero, puesto que las 

mujeres suelen recibir menos recursos para sus campañas lo que limita las posibilidades de ser 

elegidas. 

Es importante resaltar que las mujeres cuentan con diversos mecanismos para exigir el 

cumplimiento de la Ley de Cuotas (Ley 1475 de 2011) y garantizar sus derechos electorales, tanto 

dentro de los partidos políticos como ante las autoridades electorales y judiciales. Así, para 

impugnar decisiones internas, pueden acudir a: i) recursos internos de impugnación: por medio de 
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los cuales los partidos políticos deben contar con procedimientos para resolver diferencias sobre 

la conformación de listas y respectos a las cuotas de género; ii) Reclamaciones ante órganos de 

control partidario: los estatutos de los partidos deben establecer la posibilidad de presentar quejas 

ante órganos disciplinaros y tribunales internos; iii) Impugnaciones ante el Consejo Nacional 

Electoral (CNE): una vez se haya agotado el procedimiento interno en los partidos políticos se 

podrá acudir al CNE. 

A su vez, cuentan con mecanismos ante autoridades electorales como la Registraduría 

Nacional del Estado Civil, (RNCE) quien verifica que las listas cumplan con la cuota mínima  de 

mujeres antes de su inscripción y en caso de que no las cumpla las pueden rechazar; también el 

Consejo Nacional Electoral (CNE)  podría revocar una lista de candidatos que no cumpla con la 

cuota de género o la puede anular, también supervisa los procesos internos de los partidos 

evaluando si cumplen con la equidad de género en sus procedimientos de selección de candidatos; 

y finalmente ante este órgano se pueden presentar reclamaciones sobre vulneración de derechos 

electorales por parte de los partidos. De la misma manera las mujeres podrían acudir a la justicia 

para exigir el respeto de sus derechos políticos y el cumplimiento de la Ley de Cuotas mediante la 

acción de nulidad electoral, en donde el Consejo de Estado podría anular la elección y ordenar 

nuevos escrutinios; así mismo, tenemos la acción de Nulidad y Restablecimiento el Derecho, que 

puede interponerse para impugnar decisiones del CNE que afecten la participación  política de las 

mujeres y permite obtener una reparación individual en caso de afectar derechos.  

Por último, la acción de tutela puede presentarse cuando se vulnera el derecho fundamental 

a elegir y ser elegida, procediendo esta como mecanismo transitorio si hay riesgo de perjuicio 

irremediable y se puede interponer para exigir el cumplimiento de la cuota de género antes del 

cierre de inscripciones. 
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Conclusiones 

 

El legislador colombiano a través de las leyes 581 de 2000, 1475 de 2011 y 2424 de 2024 

implementó mecanismos para promover la equidad de género, con el objetivo de alcanzar la 

paridad y lograr la participación activa de las mujeres en la toma de decisiones que afectan a la 

sociedad en su conjunto, y si bien estas medidas afirmativas han sido efectivas debido a que han 

acelerado la participación de la mujer en las esferas pública y política, las mismas no son 

suficientes para alcanzar la paridad de género.  

Así, con la promulgación de la ley 581 de 2000, inicialmente pretendió el legislador ofrecer 

a la población femenina una serie de medidas tendientes a lograr su efectiva y real participación 

en todas las esferas del poder público, a fin de eliminar las barreras que históricamente le han 

impedido, pese a constituir más del 50% de la población, participar activamente en las decisiones 

que día a día se toman.  

Dentro de las medidas establecidas en este cuerpo normativo, la principal de ellas consistió 

en consagrar que el 30% de los cargos de MND y el 30% de los cargos de OND de las ramas y 

órganos del poder público, a nivel nacional, departamental, regional, provincial, distrital y 

municipal, serían ocupados por mujeres, norma que se ajustó a la Constitución Política de 1991 

conforme concluyó la Corte Constitucional. Incluyó la norma otros instrumentos de promoción, 

así como mecanismos de seguimiento y control, y sanciones en caso de incumplimiento. 

La normatividad expuesta evidenció el querer del legislador de alcanzar la paridad entre 

géneros en los cargos de más alto nivel al interior de las entidades, buscando lograr la inclusión y 

participación de la mujer en todos los ámbitos de la sociedad, y hacerla más visible aprovechando 

también sus altos grados de educación y preparación, en beneficio de la sociedad y de los sectores 

tradicionalmente discriminados.    

Pese a existir la medida reseñada, fue necesario expedir en el año 2011 la ley 1475 con el 

fin de lograr la participación de las mujeres en el ámbito político, lo que generó avances 

importantes, más no determinantes en la elección de mujeres en los cargos de elección popular. 

A pesar de estos notorios logros, el éxito en la implementación de las cuotas de género 

recae principalmente en la dirección de los partidos políticos en razón a que son éstos quienes 

deben reclutar e incluir en sus listas a un número mínimo de mujeres, y divulgar tal información 

para lograr la elección de éstas; sin embargo, ante la ambigüedad de la ley, y la falta de compromiso 
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por parte de aquellos, la norma se ha convertido en un mero requisito legal y no ha sido asumida 

con el propósito para el que fue creada, esto es, la representación efectiva del género femenino en 

los ámbitos público y político.  

Con este tipo de medidas, que en principio deben ser obligatorias para lograr su efectividad, 

se busca no sólo que las mujeres ocupen cargos de dirección en todas las esferas del poder público, 

y que sean elegidas como representantes del pueblo, sino que desde esos espacios que logren 

ocupar, ellas promuevan un cambio social y cultural en el resto de la población, con la 

implementación de reformas y nuevas medidas que favorezcan, no sólo a las mismas mujeres, sino 

también a otros grupos marginados o sin representación.  

Sin embargo, a pesar del espíritu del legislador, existen obstáculos que no han permitido 

llegar a la cifra ideal, tal como la falta de recursos dispuestos por los gobernantes y la ausencia de 

conciencia respecto de la equidad de género en la sociedad, que hacen que no se hagan efectivas 

conforme se plantearon en la ley y que las mujeres sigan siendo víctimas de su entorno.  

Así, pese a que la reforma consagrada en la Ley 2424 de 2024, estableció la paridad de 

género como un mandato de obligatorio cumplimiento, aún existen barreras que le impiden a las 

mujeres considerarse un actor influyente de la sociedad, pero gracias a las medidas afirmativas 

analizadas, se ha logrado recorrer gran parte del camino; empero, debe insistirse que éstas por sí 

solas no son suficientes para cumplir el objetivo planteado sino que se hace necesario cambiar los 

paradigmas sociales respecto del sistema sexo género que ha gobernado a la humanidad. 

En suma, estas acciones positivas constituyen un logro a favor de un grupo históricamente 

relegado, que permitió desde su obligatoriedad que muchas de nosotras llegaran a cargos de 

dirección de entidades públicas y desde allí mostraran a la sociedad que no solo somos aptas para 

dirigir el hogar, sino que podemos desempeñar cualquier papel al interior de la comunidad; 

además, las grandes líderes y académicas que se han ido abriendo paso desde la promulgación de 

la norma, colaboraron desde sus escenarios para remover los obstáculos sociales y culturales que 

han encontrado en el desarrollo de sus funciones.  

Pese a todos los avances alcanzados, también se demostró que es necesario establecer un 

sistema sancionatorio efectivo y eficaz, dirigido a personas determinadas y determinables, así 

como mecanismos especiales, expeditos, de público conocimiento, de fácil acceso y de obligatorio 

cumplimiento.  
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Por último, es necesario que, desde el núcleo fundamental de la sociedad, la familia, se 

comience a gestar un cambio y que los roles dentro de la misma no los determine el género, sino 

que cualquier persona asuma su funcionalidad dentro de los diferentes ámbitos que se presentan 

en la vida diaria y que las oportunidades sólo dependan de las capacidades y preparación de las 

personas y no de otros factores (tales como sexo, raza, religión, etc.). 
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